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1 Resumen

En el presente documento se adjunta la jurisprudencia disponible en España y Guatemala acerca 
del tema de zona marítimo terrestre

2 Jurisprudencia

a)Jurisprudencia de España sobre Zona Marítimo Terrestre
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[SALA PRIMERA]1

Extracto:

Promovido  por  don  Fermín  Martínez  Nantón  frente  a  la  Sentencia  de  un  Juzgado  de  lo 
Contencioso-Administrativo A Coruña que desestimó su recurso contra el Ayuntamiento de Laxe 
sobre sanción de tráfico por estacionar sobre la acera. Supuesta vulneración de los derechos a la 
defensa en el procedimiento administrativo sancionador, la legalidad penal y la prueba: recurso de 
amparo  mixto;  boletín  de  denuncia  completo  y  resolución  administrativa  motivada;  infracción 
administrativa tipificada en la ordenanza municipal; prueba practicada tardíamente no decisiva.

Preámbulo:

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por doña María Emilia Casas Baamonde, 
Presidenta,  don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez,  don Manuel  Aragón Reyes y don Pablo Pérez 
Tremps, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En  el  recurso  de  amparo  núm.  8985-2006,  promovido  por  don  Fermín  Martínez  Nantón, 
representado por el Procurador de los Tribunales don José Luis Pinto Marabotto y asistido por el 
Abogado  don  Rafael  Suárez  Lema,  contra  la  Sentencia  del  Juzgado  de  lo  Contencioso-
Administrativo núm. 4 de A Coruña de 19 de julio de 2006 (procedimiento abreviado 106-2006) 
desestimatoria  del  recurso  contencioso-administrativo  interpuesto  contra  la  resolución  del 
Ayuntamiento  de  Laxe  (A  Coruña)  de  23  de  enero  de  2006,  desestimatoria  del  recurso  de 
reposición contra la Resolución de 15 de diciembre de 2005 (expediente 291-2005), sancionadora 
por infracción de tráfico. Ha sido parte el Ayuntamiento de Laxe, representado por el Procurador 
don Miguel Torres Álvarez y asistido por el Letrado don Andrés Fernández Maestre. Ha intervenido 
el Ministerio Fiscal.  Ha sido Ponente la Presidenta doña María Emilia Casas Baamonde, quien 
expresa el parecer de la Sala

Antecedentes:

 

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el día 28 de septiembre de 2006, el Procurador de 
los Tribunales don José Luis Pinto Marabotto interpone recurso de amparo en nombre de don 
Fermín Martínez Nantón contra las resoluciones mencionadas en el encabezamiento.

2.  Los  hechos  relevantes  para  el  examen  de  la  pretensión  de  amparo  son,  sucintamente 
expresados, los siguientes:

a) Mediante Resolución de 15 de diciembre de 2005, el Ayuntamiento de Laxe (A Coruña) sancionó 
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al recurrente con una multa de 72 euros como autor de una infracción leve del artículo 39.2.1 de la 
Ordenanza municipal de tráfico consistente en "estacionar sobre la acera". Respecto a la objeción 
del expedientado de que la denuncia no reúne los requisitos que establece el artículo 58 de la 
Ordenanza  municipal  de  tráfico  del  Ayuntamiento  de  Laxe,  señala  que  la  norma  aplicable  al 
respecto es el Reglamento del procedimiento sancionador.

b) Mediante Resolución de 23 de enero de 2006 el Ayuntamiento de Laxe desestimó el recurso de 
reposición interpuesto. Entre otros fundamentos se expone que la identificación de la conductora no 
la realizó el sancionado en el momento oportuno y que la competencia en materia de tráfico viene 
atribuida en diversos preceptos, que se citan.

c) La Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 4 de A Coruña de 19 de julio 
de 2006 desestimó el recurso interpuesto por el sancionado, al declarar conformes a Derecho las 
resoluciones impugnadas. Respecto a la falta de competencia del Alcalde para sancionar, señala 
que  el  boletín  de  denuncia  se  produce  en  una  determinada  vía  municipal,  sin  que  "conste 
documentalmente acreditado que el lugar en el que se produjeron los hechos forme parte o esté 

integrado en el recinto portuario en el que se encuentran las instalaciones portuarias propiamente 
dichas, zona en la que sí sería competente el organismo Ente Público Puertos de Galicia" para el 
"control  del  tráfico  portuario,  no  del  tráfico  en  zona  marítimo  terrestre,  que  son  supuestos 
diferentes" (FJ 2). 

Respecto a la tipicidad, el hecho de que la conducta "no sea subsumible en el tipo aplicado ... no 
puede originar la impunidad de su comisión si, sin alteración de sus elementos fácticos ni del bien 
protegido, tienen encaje y ajuste en otro tipo, que es lo que ocurre en el presente caso, en el que 
los hechos se ajustan al tipo del número 8 del artículo 44 de la Ordenanza y además la sanción se 
encuentra tipificada como leve en el artículo 39.2 a) del Reglamento General de la Circulación, 
precepto éste que es el aplicado en el expediente administrativo sancionador al que se refiere la 
Disposición Final de la Ordenanza cuando recoge el cuadro de infracciones y sanciones" (FJ 3). 

Respecto a la falta de motivación de las resoluciones recurridas, en fin, señala que en las mismas 
"se describen los hechos con indicación del lugar,  día y hora, consta la referencia al  precepto 
infringido, la sanción correspondiente, y se recoge la normativa aplicable; es decir la motivación 
ciertamente es sucinta pero suficiente... porque quedan suficientemente explícitos las razones y 

motivos que han determinado la imposición de la sanción" (FJ 4).

Consta en las actuaciones que el día 6 de julio de 2006 la representación del sancionado solicitó 
del Juzgado que librara oficio al ente público Portos de Galicia para que emitiera certificado acerca 
de la extensión del dominio público portuario en el puerto de Laxe; que el Juzgado acordó que se 
practicara lo solicitado (providencia de 11 de julio de 2006); que la vista del recurso se celebró el 
día 18 de julio de 2006; y que la certificación requerida entró en el Juzgado el día 21 de septiembre 
de 2006.

3. La demanda pretende que se declare la nulidad del entero expediente administrativo porque el 
sancionado ha sufrido en él indefensión (art. 24.1 CE). 

Asimismo solicita también la nulidad de la Sentencia recurrida por vulneración de los derechos del 
recurrente a la legalidad penal (art. 25.1 CE), a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), a un proceso 
con todas las garantías (art. 24.2 CE) y a la utilización de los medios de prueba pertinentes para la 
defensa (art. 24.2 CE).

a)  La  primera  de  las  quejas  de  amparo  refiere  que  "durante  la  tramitación  del  procedimiento 
administrativo sancionador se ha generado indefensión" porque "se han vulnerado los más básicos 
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principios rectores del procedimiento administrativo": frente a lo dispuesto en el ar-tículo 58 de la 
Ordenanza municipal de tráfico del Ayuntamiento de Laxe, la denuncia no consignaba el instructor 
o secretario del procedimiento, ni el órgano competente para la resolución del expediente, ni el 
plazo  de  caducidad;  en  ningún  momento  se  habría  dado  traslado  al  expedientado  para  que 
identificase al conductor del vehículo; algunas resoluciones figuran firmadas por el Instructor y otras 
por el Secretario del Ayuntamiento, lo que hace dudar de su naturaleza (resolución o certificado).

b)  Tanto  la  sentencia  como  las  resoluciones  administrativas  aplicadas  habrían  infringido  los 
principios de legalidad y tipicidad (art. 25.1 CE), como reconocería la propia Sentencia al afirmar 
que  el  hecho sancionado no es  subsumible  en el  tipo  aplicado  [art.  39.2  a)  de la  Ordenanza 
municipal  de tráfico de Laxe].  Con invocación de la STC 297/2005, de 13 de marzo,  señala la 
demanda que esta vulneración no queda reparada por la posterior aplicación judicial de un tipo 
diferente al aplicado por la Administración.

c) Una tercera vulneración constitucional procedería de las resoluciones administrativas, por su 
falta de motivación (art. 24.1 CE).

d) Se habría vulnerado, en cuarto lugar, el derecho a la prueba del recurrente (art. 24.2 CE), pues 
no se practicó la solicitada por el  mismo consistente en que el  ente público Portos de Galicia 
certificara que el lugar en el que se produjeron los hechos forma parte del recinto portuario, dato 
que la Sentencia rechaza por su falta de constancia documental.

e) La Sentencia recurrida, en fin, incurriría en incongruencia omisiva, al no dar respuesta a las 
cuestiones planteadas por el señor Martínez Nantón.

4. Mediante diligencia de ordenación de su Secretaría de Justicia de 26 de octubre de 2007, la 
Sección Primera de este Tribunal recabó del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo número 4 
de A Coruña testimonio de las actuaciones del procedimiento y del expediente administrativo que 
originan el presente recurso.

5. Mediante providencia de 24 de enero de 2008, la Sección Primera acuerda admitir a trámite la 
demanda de amparo y, conforme a lo previsto en el artículo 51 LOTC, interesa del Juzgado de lo 
Contencioso-Administrativo número 4 de A Coruña el emplazamiento de quienes fueron parte en el 
mismo para posibilitar su comparecencia en el presente proceso constitucional.

6. En la misma providencia se acuerda la formación de la pieza separada de suspensión, que 
finaliza con el Auto 65/2008, de 25 de febrero, de denegación de la suspensión de la ejecución de 
las resoluciones administrativas recurridas.

7. Mediante diligencia de ordenación de su Secretaría de Justicia de 26 de febrero de 2008, la 
Sección Primera tiene por personado al Procurador de los Tribunales don Miguel Torres Álvarez en 
representación del Ayuntamiento de Laxe. 

Asimismo acuerda dar vista de las actuaciones del presente proceso al Ministerio Fiscal y a las 
partes, con concesión de un plazo de veinte días para la presentación de las alegaciones previstas 
en el artículo 52.1 LOTC.

8.  El  día  17  de  marzo  de  2008  se  recibe  el  escrito  de  alegaciones  de  la  representación  del 
recurrente, en el que se remite a las consideraciones expuestas en la demanda de amparo.

9. La representación del Ayuntamiento de Laxe concluye su escrito de alegaciones solicitando la 
desestimación  del  recurso  de  amparo  y  la  imposición  de  costas  al  recurrente,  puesto  que  la 
planteada  es  "una  cuestión  de  legalidad  ordinaria  que  de  ningún  modo  tiene  alcance 
constitucional".
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Alega en concreto, respecto a la primera queja de amparo, que no se ha producido indefensión real 
y efectiva alguna, pues "la actora, tanto en vía administrativa, por partida doble en el trámite de 
audiencia y en el recurso de reposición, como en la vía jurisdiccional, tuvo oportunidad de alegar 
cuanto tuvo por conveniente". Tampoco se ha producido, en segundo lugar, una vulneración de los 
principios de tipicidad y legalidad, pues,  por una parte,  los hechos imputados no fueron nunca 
alterados, y, por otra, ya en la denuncia original "se hacía referencia al artículo 39.2.1 del cuadro de 
infracciones y sanciones contenido en la propia Ordenanza... Es decir, que en el cuadro se recogen 
los  preceptos  de  la  Ley sobre  tráfico,  circulación  de  vehículos  a  motor  y  seguridad  vial  y  las 
sanciones correspondientes,  que se tipifican para la  conducta  denunciada y  que se encuentra 
tipificada en el artículo 44.8 de la Ordenanza". Respecto a la queja por vulneración del derecho a la 
prueba, señala el escrito del Ayuntamiento que la solicitud de la misma no se produjo en el escrito 
de demanda, sino en un escrito posterior poco antes del día señalado para la celebración del juicio; 
que  "no  consta  en  la  celebración  del  juicio  la  interposición  del  recurso  de  súplica  contra  la 
denegación de la prueba señalada por la actora"; y que "ninguna incidencia tiene la práctica de esa 
prueba  en  el  fondo  del  asunto",  dado  que  la  Sentencia  da  por  probado  que  los  hechos  se 
produjeron  en el  casco  urbano del  municipio,  ámbito  en el  que es  plenamente  competente  la 
Administración local.

10.  El  Fiscal  concluye  su  escrito  de  alegaciones  interesando  la  nulidad  de  las  resoluciones 
recurridas al considerar que han vulnerado los derechos del demandante a la legalidad penal (art. 
25.1 CE), a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), y -sólo la resolución judicial- a la prueba (art. 
24.2 CE).

Punto de partida de sus alegaciones sobre la  infracción del  artículo  25.1  CE es el  de que el 
demandante de amparo considera que la Ordenanza municipal en cuya virtud se le ha sancionado 
carece de la suficiente cobertura legal; que no está tipificada la conducta por la que se le sanciona 
en el artículo aplicado; y que se le ha aplicado ex novo en la Sentencia un artículo nuevo de la 
Ordenanza. 

Señala, respecto a lo primero, que "existe una habilitación legal para que por los Ayuntamientos... 
puedan regular y... establecer las infracciones viaria derivadas del uso de vehículos de motor". Esta 
cobertura  legal  para  la  Ordenanza  municipal  aplicada  se  encuentra  en  el  artículo  7  del  texto 
articulado de la Ley sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial.  Anota, sin 
embargo, que "la conducta por la que se sancionó al demandante de amparo... no estaría tipificada 
en el precepto aplicado". Ciertamente, el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo "procedió a 
subsumir la conducta infractora en el  artículo 44.8 de la Ordenanza Municipal",  pero, según la 
doctrina del Tribunal Constitucional, cuando la Administración ejerce la potestad sancionadora, ha 
de  ser  "la  propia  resolución  administrativa  la  que,  como  parte  de  su  motivación...,  identifique 
expresamente o, al menos, de forma implícita el fundamento legal de la sanción" (STC 193/2003, 
de 27 de octubre). Así, "[n]o es función de los jueces y tribunales reconstruir la sanción impuesta 
por  la  Administración  sin  fundamento  legal  expreso  o  razonablemente  deducible  mediante  la 
búsqueda de oficio de preceptos legales bajo los que puedan subsumirse los hechos declarados 
probados por  la  Administración...  El  órgano  judicial...  no  puede llevar  a  cabo  por  sí  mismo la 
subsunción bajo preceptos legales encontrados por él, y que la Administración no había identificado 
expresa o tácitamente" (STC 161/2003, de 15 de septiembre).

Por tanto, "al actuar el órgano judicial en la forma señalada para resolver la controversia jurídica... 
estaría vulnerando el principio de legalidad", y también, como consecuencia necesaria, el derecho 
a la tutela judicial efectiva, pues "las resoluciones administrativas y judicial no habrían dado una 
respuesta fundada en Derecho a la pretensión del demandante de amparo".

Entiende asimismo el Fiscal que se ha vulnerado el derecho a la prueba. "La prueba documental 
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solicitada por el recurrente lo fue en la forma y momento legalmente establecidos". Además, el 
órgano judicial "accedió a dicha solicitud cursando el correspondiente oficio al organismo portuario". 
Y, dados los términos del debate, "la prueba era pertinente y necesaria... El propio órgano judicial 
reconoce que si el lugar de los hechos fuera zona portuaria el órgano competente para sancionar la 
infracción, si en su caso procediera, no sería la Alcaldía del Ayuntamiento de Laxe sino la autoridad 
portuaria,  lo  que necesariamente trae,  como consecuencia,  en su caso,  la  no aplicación de la 
Ordenanza municipal de circulación del ente local".

11. Mediante providencia de 25 de septiembre de 2008, se señaló para deliberación y votación de 
la presente Sentencia el día 29 del mismo mes y año.

Fundamentos:

 

II. Fundamentos jurídicos

1.  El  recurrente  fue sancionado por  el  Ayuntamiento  de Laxe  con una multa  de 72 euros por 
estacionar su vehículo sobre la acera. Demanda la nulidad de esta resolución administrativa porque 
considera que la misma se debe a la vulneración de tres de sus derechos fundamentales: a no 
padecer indefensión (art. 24.1 CE), pues en la tramitación administrativa se han producido diversas 
irregularidades generadoras de la misma; a la tipicidad penal (art. 25.1 CE), puesto que la conducta 
sancionada no es subsumible en el tipo aplicado por la Administración (el artículo 39.2.1 de la 
Ordenanza municipal de tráfico) y puesto que no es ya válida la subsunción judicial posterior; y a la 
tutela efectiva (art. 24.1 CE), pues la resolución administrativa carece de motivación. Considera 
también que en su recurso interpuesto ante la jurisdicción contencioso-administrativa frente a la 
citada resolución administrativa sancionadora sufrió nuevas infracciones constitucionales de sus 
derechos fundamentales: en concreto de los derechos a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), por 
falta de respuesta a algunas de las cuestiones planteadas, y del derecho a la prueba (art. 24.2 CE), 
pues una prueba documental admitida y relevante se practicó después del dictado de la Sentencia.

El Fiscal interesa el otorgamiento del amparo en lo que respecta tanto a la atipicidad de la conducta 
desde la perspectiva del tipo aplicado, como al derecho a la prueba. Se opone, sin embargo, a la 
estimación  de  la  demanda  el  Ayuntamiento  de  Laxe,  al  negar  que  el  recurrente  padeciera 
indefensión; que la prueba omitida fuera relevante; y que no fuera correcto el tipo de infracción 
aplicado, pues no lo era el artículo 39.1.2 de la Ordenanza municipal de tráfico, sino el artículo 
39.1.2 de la Ley sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial,  incluido como 
anexo en la Ordenanza.

2. Como expresa el resumen anterior del debate jurídico que se plantea ante esta jurisdicción de 
amparo, estamos ante un recurso de los denominados mixtos en el sentido de que el recurrente se 
queja de dos tipos de vulneraciones de sus derechos fundamentales: las que atribuye inicialmente 
a la Administración, reguladas en cuanto a su acceso al amparo constitucional en el artículo 43 
LOTC;  y  las  que imputa  a  la  actividad  judicial  posterior  promovida  por  él  contra  la  resolución 
administrativa (art. 44 LOTC). En estos casos, el carácter prioritario de la impugnación del acto 
administrativo,  origen y  fin  del  proceso  judicial  posterior,  y  la  facilitación  de  una solución  más 
temprana al amparo impetrado, aconsejan que examinemos primero las quejas referidas a aquel 
acto. 

En efecto, esta preeminencia "tiene su fundamento en que la comisión de una lesión constitucional 
en el transcurso del proceso judicial no impide que el acto administrativo siga siendo el verdadero 
objeto  del  proceso  de  amparo  que  finalmente  deviene  en  mixto",  sin  que  exista  "razón  para 
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demorar [un] enjuiciamiento de un acto administrativo ya recurrido en amparo" que puede además 
comportar  que sea "innecesario"  el  examen "de la  queja  encauzada por  la  vía  del  artículo  44 
LOTC... o de dotar de efectos meramente declarativos al otorgamiento del amparo" (STC 5/2008, 
de 21 de enero, FJ 3).

3.  De  las  tres  quejas  de  vulneración  de  derechos  fundamentales  referidas  a  la  actuación 
administrativa, dos de ellas adolecen de una patente debilidad en su argumentación. Se trata de las 
quejas atinentes al padecimiento de indefensión en el expediente administrativo y a la insuficiente 
motivación de su resolución.

Las razones por las que el recurrente afirma haber sufrido indefensión radican en la ausencia de 
datos preceptivos en el boletín de denuncia (el instructor o secretario del procedimiento, el órgano 
competente  para  su  resolución,  el  plazo  de  caducidad),  en  que  no  se  le  requirió  para  que 
identificase  al  conductor  del  vehículo,  y  en  que  algunas  resoluciones  figuran  firmadas  por  el 
Instructor y otras por el Secretario del Ayuntamiento, lo que haría dudar de su naturaleza. 

Con independencia ahora de que consta en el expediente que en la notificación de la denuncia 
figura el requerimiento que ahora se dice omitido, y con independencia también de que se hayan 
producido  las  irregularidades  administrativas  relatadas,  pues  no  nos  compete  tal  tipo  de 
enjuiciamiento,  es  lo  cierto  que  ningún  efecto  material  de  indefensión  expone el  demandante, 
ninguna razón por la que no pudiera defenderse adecuadamente en relación con los hechos que se 
le atribuían o la calificación que de ellos se hacía, más allá de la que pudiera derivarse de la queja 
de atipicidad que ocupa otra de sus quejas de amparo. Frente a ello, la lectura de las actuaciones 
revela que se le notificó la denuncia, que se le dio traslado del expediente, que presentó escrito de 

alegaciones y que recurrió en reposición la resolución sancionadora. Así pues, ningún efecto de 
indefensión se alega en realidad, ni el mismo se desprende de las actuaciones, por lo que procede 
la desestimación de la queja.

Al mismo resultado hemos de llegar respecto a la queja de falta de motivación de las resoluciones 
sancionadoras, pues notorio es que las mismas transmiten la ratio decidendi de la decisión (por 
todas, SSTC 7/1998, de 13 de enero; 236/2007, de 7 de noviembre), consistente en la prueba de 
los  hechos  denunciados,  en  su  tipicidad  como infracción  leve  de  tráfico,  y  en  la  ausencia  de 
irregularidades procedimentales trascendentes para la resolución.

4. En la última queja dirigida a la actuación de la Administración sancionadora se invoca en la 
demanda  el  derecho  a  la  legalidad  penal  (art.  25.1  CE)  para  sostener  su  vulneración  con  la 
aplicación de un artículo, el 39.1.2 de la Ordenanza municipal de tráfico del Ayuntamiento de Laxe, 
en  el  que  no  es  en  absoluto  subsumible  la  conducta  que  se  describe  como  realizada 
(estacionamiento sobre la acera).

Antes de precisar el sustrato material de la queja conviene recordar nuestra doctrina relativa a que 
el derecho a la tipicidad sancionadora como manifestación del derecho a la legalidad sancionadora 
(por todas, SSTC 137/1997, de 21 de julio, FJ 6; 151/1997, de 29 de septiembre, FJ 4) no se 
vulnera sólo con la sanción de una conducta atípica, no razonablemente subsumible en ningún tipo 
de infracción, sino también con la sanción de un hecho típico que, sin embargo, no es subsumible 
en el concreto tipo aplicado por la autoridad sancionadora. La seguridad jurídica del ciudadano, que 
es uno de los valores que sustenta el principio de legalidad en el ámbito sancionador, sufriría de un 
modo intolerable si el mismo pudiera ser sancionado sin expresión de la norma infringida o por la 
infracción  de  una  norma  diferente  a  la  que  se  comunica  como  infringida  en  la  resolución 
sancionadora. En rigor, la vinculación de la garantía de tipicidad al concreto tipo aplicado es una 
garantía de motivación propia del derecho a la legalidad sancionadora que afecta a un aspecto 
básico de la  resolución sancionadora,  cual  es la  comunicación del  tipo  de infracción aplicado. 
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Infringe de este modo el ar-tículo 25.1 CE la resolución sancionadora que no expresa la tipicidad 
que  le  sirve  de  base,  sea  porque  no  lo  hace  en  absoluto,  sea  porque  lo  hace  de  un  modo 
equivocado.

Afirmábamos así en la STC 161/2003, de 15 de septiembre, que "el derecho fundamental a la 
legalidad sancionadora (art. 25.1 CE), en relación con el principio de seguridad jurídica también 
garantizado  constitucionalmente  (art.  9.3  CE),  exige  que  cuando  la  Administración  ejerce  la 
potestad sancionadora sea la propia resolución administrativa que pone fin al procedimiento la que, 
como  parte  de  su  motivación...  identifique  expresamente  o,  al  menos,  de  forma  implícita  el 
fundamento legal de la sanción. Sólo así puede conocer el ciudadano en virtud de qué concretas 
normas con rango legal se le sanciona" (FJ 3). El principio de tipicidad exige entonces "no sólo que 
el  tipo  infractor,  las  sanciones  y  la  relación  entre  las  infracciones  y  sanciones,  estén 
suficientemente  predeterminados,  sino  que  impone  la  obligación  de  motivar  en  cada  acto 
sancionador concreto en qué norma se ha efectuado dicha predeterminación" (SSTC 218/2005, de 
12 de septiembre, FJ 3; 297/2005, de 5 de noviembre, FJ 8), en el bien entendido, a los efectos de 
constatar la vulneración del derecho fundamental a la legalidad sancionadora, que tal transmisión 
podría no ser expresa, sino "implícita" (SSTC 161/2003, de 15 de septiembre, FJ 3; 218/2005, de 
12 de septiembre, FJ 3; 297/2005, de 5 de noviembre, FJ 3; 229/2007, de 5 de noviembre, FJ 3; 
297/2005,  de  21  de  noviembre,  FJ  8)  o  "razonablemente  deducible"  (SSTC 161/2003,  FJ  3; 
193/2003, de 27 de octubre, FJ 2), siempre que lo sea de una forma "sencilla" (SSTC 161/2003, FJ 
3; 229/2007, FJ 3; 297/2005, FJ 8) e "incontrovertida" (STC 218/2005, FJ 3).

5. Lo que ahora corresponde analizar no es si el hecho probado en la resolución sancionadora 
("estacionar  sobre  la  acera")  es  un  hecho  subsumible  en  el  artícu-lo  39.2.1  de  la  Ordenanza 
municipal de trafico del Ayuntamiento de Laxe, cuestión que se responde negativamente por sí sola 
a la vista de la dicción del artículo 39, que carece de apartados y que se refiere a la duración de las 

operaciones de carga y descarga, sino, previamente, si a partir de la mención de la resolución 
sancionadora  ("Precepto  infringido:  10  Ordenanza  Municipal  de  Trafico.  Art.  39.2.1"),  podía 
entenderse de un modo "razonablemente sencillo" que el tipo aplicado era el que figura en el anexo 
a la Ordenanza ("Cuadro de infracciones y sanciones") del siguiente modo: "Art. 39.2.1. Infracción 
leve. 

Estacionar sobre la acera. 72 euros". A dicho anexo, que señala que sus artículos corresponden a 
la Ley sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial, remite el artículo 65 de la 
Ordenanza.

La respuesta debe ser afirmativa. La Ordenanza municipal de tráfico del Ayuntamiento de Laxe 
contiene 67 artículos y una disposición final. Su artículo 65 remite para la cuantía de las multas a la 
Ley 19/2001, de reforma del texto articulado de la Ley sobre tráfico, circulación de vehículos a 
motor y seguridad vial, y tras describir los marcos de tales cuantías en función de si la infracción es 
leve,  grave  o  muy grave,  señala  que  "[c]omo anexo  I  a  esta  ordenanza  figura  un  cuadro  de 
infracciones y sanciones". Este anexo figura a continuación de la Ordenanza. Con forma de tabla, 
cada fila  presenta  el  número de un artículo,  al  que sigue la  calificación de la  gravedad de la 
infracción, el contenido de la misma ("hecho denunciado") y la multa que se le asigna. Las filas 
están ordenadas en función del número del artículo, comenzando por el 9 y terminando con el 58.

A la vista de esta peculiar estructura de la Ordenanza, con un doble listado de artículos, el propio y 
el del anexo I, resultaba "razonablemente deducible", de un modo "sencillo" e "incontrovertido", que 
el tipo de infracción que se estaba sancionando era el que figuraba en el anexo, en la tabla de 
infracciones y sanciones,  precedido por la dicción "Art.  39.2.1".  La facilidad de esta conclusión 
proviene tanto de que el artículo 39.2.1 no podía corresponder al articulado de la Ordenanza, por 
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razones de número (no existe un artículo 39.2.1) y de contenido (el artículo 39 de la Ordenanza 
nada tiene que ver con el  hecho denunciado),  como de que el  hecho denunciado ("Estacionar 
sobre la acera") y la sanción impuesta (72 euros) respondían exactamente al contenido del artículo 
39.

2.1 del segundo articulado (el propio del anexo I y su tabla de infracciones).

La argumentación anterior conduce a la desestimación de la queja atinente a la vulneración del 
derecho a la tipicidad sancionadora, pues no cabe acordar con el recurrente que la resolución 
sancionadora no exprese el tipo de infracción aplicado o que le generara una inseguridad jurídica 
relevante, máxime teniendo en cuenta el tipo de infracción que se le atribuía y de cuantía de la 
sanción que se le impuso. Con ello nada se dice ni ha de decirse acerca de la técnica de tipificación 
de la Ordenanza, con una relación de normas en su articulado y con un artículo que remite para las 
sanciones a un cuadro de infracciones y sanciones que figuran en un anexo y que se refieren a la 
Ley  sobre  tráfico,  circulación  de  vehículos  a  motor  y  seguridad  vial  y,  ocasionalmente,  al 
Reglamento general de circulación. Y tampoco, frente a la pretensión al respecto de la demanda, 
nada corresponde decir acerca del contenido de la Sentencia que resolvió el recurso contencioso-
administrativo.  La doctrina de este  Tribunal  que invocan tanto  la  demanda como el  escrito  de 
alegaciones del Ministerio Fiscal se refiere a la imposibilidad de que los órganos judiciales puedan 
corregir  el  error  de tipificación de la Administración a través de una correcta subsunción de la 
conducta  sancionada,  pues  "[n]o  es  función  de  los  jueces  y  tribunales  reconstruir  la  sanción 
impuesta por la Administración sin fundamento legal expreso o razonablemente deducible mediante 
la búsqueda de oficio de preceptos legales bajo los que puedan subsumirse los hechos declarados 
probados por la Administración" (STC 161/2003, de 15 de septiembre, FJ 3). Presupuesto de tal 
enjuiciamiento constitucional de la actividad judicial es precisamente el que, como se acaba de 
concluir, ahora no concurre, cual es la vulneración por parte de la Administración del derecho a la 
tipicidad sancionadora.

6. Resta por analizar las dos quejas que, dirigidas contra la resolución judicial, achacan a la misma 
incongruencia omisiva y vulneración del derecho a la prueba. La desestimación de la parte de la 
demanda de amparo que se refería a la actividad de la Administración no las priva de sentido, 
puesto que pueden incidir finalmente en cuestiones de legalidad ordinaria susceptibles de revisión 
por el  órgano judicial  en caso de otorgamiento  del  amparo y de una hipotética  retroacción de 
actuaciones.

Esto  es  lo  que  podría  suceder,  en  primer  lugar,  con  la  queja  de  incongruencia  omisiva.  Sin 
embargo,  y  con  independencia  de  que  la  demanda  apenas  expresa  su  contenido,  resulta 
inadmisible en cuanto que no ha agotado "todos los recursos utilizables dentro de la vía judicial" 
[art. 44.1 a) LOTC en la redacción anterior a la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo, aplicable 
según la disposición transitoria tercera de ésta],  al  no haber sido previamente planteada como 
incidente  de  nulidad  de  actuaciones.  Este  incidente  constituía  un  medio  de  impugnación 
indudablemente procedente y  adecuado para reparar  tal  lesión del  derecho a la tutela judicial, 
puesto que se preveía para los supuestos de "incongruencia en el fallo" en "resolución que ponga 
fin al proceso y que... no sea susceptible de recurso ordinario ni extraordinario" (art. 241.1 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial, LOPJ, en su redacción anterior a la Ley Orgánica 6/2007), y puesto 
que lo que denuncia la queja es precisamente un defecto de incongruencia de la Sentencia que 
ponía fin al proceso.

7. La prueba que no se practicó antes de la vista (18 de julio de 2006) y del dictado de la Sentencia 
(19 de julio de 2006) había sido acordada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo (11 de 
julio de 2006) y consistía en un certificado del ente público Portos de Galicia acerca de la extensión 
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del  dominio  público  portuario  en el  puerto  de Laxe.  La certificación requerida se recibió  en el 
Juzgado el día 21 de septiembre de 2006. El demandante situaba su relevancia en el hecho de que 
el estacionamiento sancionado no se había producido en una vía municipal, sino en una vía de 
titularidad portuaria sobre la que el Ayuntamiento carecía de competencia de tráfico. La Sentencia 
niega el sustrato fáctico (que el estacionamiento se produjo en zona portuaria, pues "no consta 
documentalmente  acreditado")  pero  parece  confirmar  el  presupuesto  normativo:  en  "las 
instalaciones  portuarias  propiamente  dichas...  sí  sería  competente  el  organismo  ente  público 
Puertos de Galicia  al  amparo del  artículo  58.2  a)  de la Ley 48/2003,  de 26 de noviembre,  de 
régimen económico y de prestación de servicios de los puertos de interés general, que atribuye a 
las  autoridades  portuarias  la  prestación  de  servicios  de ordenación,  coordinación y  control  del 
tráfico portuario, tanto marítimo como terrestre en la zona de servicio del puerto. Adviértase que se 
trata del control del tráfico portuario, no del tráfico en zona marítimo terrestre, que son supuestos 
diferentes" (FJ 2).

Con independiencia de que la celebración del juicio y el dictado de la Sentencia con anterioridad a 
que se practicara la prueba documental acordada se pueda calificar como "defecto de forma que 
haya causado indefensión" (art. 241.1 LOPJ en su redacción anterior a la Ley Orgáni-ca 6/2007) y, 
por tanto, susceptible de impugnación a través de la promoción de un incidente de nulidad de 
actuaciones, lo que haría caer a esta queja en el mismo defecto procesal que la anterior, falta para 
su prosperabilidad una argumentación acerca de la relevancia de la prueba que sea suficiente en 
cuanto que haga referencia a sus resultados. Debe tenerse en cuenta que la prueba omitida en el 
juicio fue efectivamente practicada con posterioridad, que el informe en el que consistía fue puesto 
a disposición del demandante el día 24 de octubre de 2006 y que en cualquier caso obra en las 
actuaciones  de  las  que  se  le  dio  traslado  en este  proceso  de amparo  para  que  realizara  las 
alegaciones  que  tuviera  por  convenientes  en  relación  con  el  amparo  solicitado  (diligencia  de 
ordenación de 26 de febrero de 2008).

En efecto, salvo que convirtiéramos el derecho a la prueba en un derecho puramente formal, es 
exigible en un caso como el presente, en el que la prueba ha sido practicada tardíamente pero en 
el que constan sus resultados en el proceso de amparo, que el análisis de la relevancia de la 
prueba no lo sea únicamente ex ante, como el propio del momento de su solicitud, sino también 
posterior a su práctica e integrador de sus resultados. No lo hace así, sin embargo, el demandante, 
que ninguna referencia  hace en su escrito  de alegaciones al  resultado de la  prueba.  Procede 
recordar al respecto nuestra consolidada doctrina relativa a que "la situación de indefensión como 
consecuencia de la inadmisión no motivada o arbitraria de medios de prueba pertinentes para la 
defensa debe de ser justificada por el propio recurrente en amparo en su demanda, pues la tarea 
de verificar  si  la  prueba es decisiva  en términos  de defensa y,  por  tanto,  constitucionalmente 
trascendente, no puede ser emprendida por este Tribunal Constitucional mediante un examen de 
oficio de las circunstancias concurrentes en cada caso concreto, sino que exige que el solicitante 
de  amparo  haya  alegado  y  fundamentado  adecuadamente  dicha  indefensión  material  en  la 
demanda, habida cuenta de que, como es notorio, la argumentación recae sobre el recurrente en 
amparo. Esta carga de la argumentación se traduce en la doble exigencia de que el demandante de 
amparo acredite, tanto la relación entre los hechos que se quisieron, y no se pudieron probar, y las 
pruebas inadmitidas o no practicadas,  como el  hecho de que la resolución judicial  final  podría 
haberle sido favorable de haber admitido y practicado dichas pruebas, quedando obligado a probar 
la trascendencia que la inadmisión o la ausencia de la práctica de la prueba pudo tener en la 
decisión final del proceso, ya que sólo en tal caso, comprobando que el fallo pudo, acaso, haber 
sido otro, si la prueba se hubiera admitido o practicado, podrá apreciarse también un menoscabo 
efectivo del derecho de defensa. De no constatarse la circunstancia de que la prueba inadmitida o 
no practicada era decisiva en términos de defensa, resultará ya evidente ab initio, sin necesidad de 
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ulterior análisis, que no habría existido la lesión denunciada, puesto que, como hemos señalado, el 
ámbito material protegido por el derecho fundamental a utilizar los medios de prueba pertinentes no 
abarca las meras infracciones de la legalidad procesal que no hayan generado una real y efectiva 
indefensión (SSTC 1/1996, de 15 de enero, FFJJ 2 y 3; 170/1998, de 21 de julio, FJ 2; 101/1999, 
de 31 de mayo, FJ 5; 183/1999, de 11 de octubre, FJ 4; 27/2001, de 29 de enero, FJ 8; 236/2002, 
de 9 de diciembre, FJ 4; 128/2003, de 30 de junio, FJ 4; 91/2004, de 19 de mayo, FJ 5, por todas)" 
(STC 316/2006, de 15 de noviembre, FJ 3).

Concluimos pues con la desestimación esta última queja, a la vista de la falta de argumentación 
suficiente  en  torno  a  la  relevancia  de la  prueba  tardíamente practicada.  Procede por  ello  que 
dictemos el fallo denegatorio del amparo previsto en el artículo 53 b) LOTC.

Fallo:

En atención a  todo lo  expuesto,  el  Tribunal  Constitucional,  por  la  autoridad que le  confiere  la 
Constitución de la Nación Española,

Ha decidido

1.º Inadmitir el amparo solicitado por don Fermín Martínez Nantón respecto de la queja referente a 
la incongruencia omisiva (art. 24.1 CE).

2.º Denegar el amparo solicitado respecto del restante contenido de la demanda.

Publíquese esta Sentencia en el "Boletín Oficial del Estado".

Dada en Madrid, a veintinueve de septiembre de dos mil ocho.-María Emilia Casas 

Baamonde.-Jorge Rodríguez-Zapata Pérez.-Manuel Aragón Reyes.-Pablo Pérez Tremps.

-Firmado y rubricado.
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[SALA EN PLENO DE CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO]2

TEXTO DE LA RESOLUCIÓN

Extracto:

Planteada  por  la  Sala  de  lo  Contencioso-Administrativo  de  la  Audiencia  Nacional  sobre  los 
apartados 1 y 2 del art. 70 de la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de puertos del Estado y de la 
marina mercante, en la redacción dada por la Ley 62/1997, de 26 de diciembre.

Vulneración de la reserva de ley en materia tributaria y de prestaciones patrimoniales públicas: 
cuantificación por orden ministerial, y caracterización como precios privados, de las tarifas por los 
servicios portuarios (STC 102/2005). Nulidad de precepto estatal.

1. Los apartados 1 y 2 del art.  70 de la Ley 27/1992, redactados por la Ley 62/1997, no 
respeta la reserva de ley que establecen los arts. 31.3 y 133.1 de la Constitución que exigen que la 
creación ex novo del tributo y la determinación de los elementos esenciales o configuradores del 
mismo debe llevarse a cabo mediante Ley, ya que relegan a una Orden Ministerial la definición de 
los supuestos y la estructura tarifaria a aplicar por los servicios portuarios, así como sus elementos 
esenciales [FJ 8].

2. Ni el art. 70, apartados 1 y 2, ni ningún otro precepto de la Ley 27/1992, en la redacción 
dada por la Ley 62/1997, contiene, tal y como exigen los arts. 31.3 y 133.1 CE, los criterios idóneos 
para cuantificar las prestaciones tributarias que establecen de forma que garanticen una decisión 
suficientemente predeterminada [FJ 9].

3. La  calificación  de  las  contraprestaciones  devengadas  por  la  prestación  de  servicios 
portuarios  como  «precios  privados»,  una  categoría  preexistente  que  predetermina  el  régimen 
jurídico que es de aplicación a dichas contraprestaciones, excluye las exigencias que derivan del 
principio de reserva de ley establecido por la Constitución para las prestaciones patrimoniales de 

carácter público (arts. 31.3 y 133.1 CE) [FJ 10].

4. Al ser el servicio de limpieza de muelles de recepción obligatoria y hallarse monopolizado 
por  la  Autoridad  portuaria,  debe  concluirse  que  las  tarifas  impugnadas  por  el  citado  servicio 
portuario constituyen prestaciones de carácter público en el sentido del art. 31.3 CE, que, en cuanto 
tales, quedan sometidas a la reserva de ley (STC 185/1995, 233/1999) [FJ 7].

5. La determinación en la ley de un límite máximo de la prestación de carácter público, o de 
los criterios para fijarlo, es absolutamente necesaria para respetar el principio de reserva de ley; lo 
que no aparece en los preceptos cuestionados, que establece una habilitación tan indeterminada 
que desborda los límites que para la colaboración reglamentaria derivan de las exigencias de la 
reserva de ley establecida en los arts. 31.3 y 133.1 CE (STC 63/2003) [FJ 9].

6. La reserva de ley en materia tributaria exige que la creación ex novo de un tributo y la 
determinación de sus elementos esenciales debe llevarse a cabo mediante ley resultando admisible 
la colaboración del reglamento, siempre que sea indispensable para optimizar el cumplimiento de 
las  finalidades  propuestas  y  que  la  colaboración  se  produzca  en  términos  de  subordinación, 
desarrollo y complementariedad (SSTC 6/1983, 185/1995, 150/2003) [FJ 5].
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7. Constituyen  prestaciones  patrimoniales  de  carácter  público  los  pagos  exigibles  por  la 
prestación de servicios que sean de recepción obligatoria; que sean realizadas por el poder público 
en monopolio; o que sean objetivamente indispensables, así como por la utilización privativa o el 
aprovechamiento especial del dominio público (SSTC 185/1995, 233/1999) [FJ 7].

8. En las prestaciones patrimoniales de carácter público que se satisfacen por la prestación 
de un servicio o actividad administrativa, la colaboración del reglamento puede ser especialmente 
intensa  en  la  fijación  y  modificación  de  las  cuantías  y  de  otros  elementos  de  la  prestación 
dependientes de las específicas circunstancias de los distintos tipos de servicios y actividades, pero 
esta especial intensidad no puede predicarse de la creación ex novo de dichas prestaciones (STC 
185/1995) [FJ 5].

9. En  la  medida  en  que  los  «servicios  diversos»,  a  que  hacen  referencia  las  Órdenes 
Ministeriales que establecen el régimen de las tarifas por servicios portuarios, así como el servicio 
de «limpieza de muelles y depósito», pueden integrarse entre «las actividades de prestación» que 
tienden a la consecución de los fines asignados a las Autoridades portuarias, debe concluirse que 
la aplicación a las tarifas exigidas por dichos servicios de las previsiones del art. 70.1 y 2 de la Ley 
27/1992 no resulta dudosa [FJ 6].

10. Aunque la reserva de ley de los arts. 31.3 y 133.1 CE es relativa, tal flexibilidad no operon 
cada uno de los elementos esenciales del tributo, de manera que, mientras que en la determinación 
de los elementos que cuantifican la prestación cabe mayor participación de normas infraordenadas, 
el  grado de concreción exigible  a  la  ley  es  máximo cuando regula  el  hecho  imponible  (SSTC 
221/1992, 185/1995) [FJ 8].

11. El  hecho de que el  art.  70.2 otorgue a las Autoridades portuarias la competencia para 
«aprobar» sus tarifas no vulnera por sí mismo el principio de reserva de ley, ya que la reserva 
establecida en el art. 31.3 CE no excluye la posibilidad de que la ley pueda contener remisiones a 
normas infraordenadas, siempre que tales remisiones no provoquen, por su indeterminación, una 
degradación de la reserva formulada por la Constitución en favor del legislador (SSTC 19/1987, 
233/1999) [FJ 8].

12. La declaración de inconstitucionalidad de la STC 102/2005 no hace perder el objeto del 
presente proceso constitucional, ya que la misma declaro la inconstitucionalidad y nulidad de los 
apartados  1  y  2  del  art.  70  de la  Ley  27/1992,  en  su  redacción  originaria,  circunscribiéndose 
exclusivamente a la redacción que tenía dicho art. antes de la modificación operada por la Ley 
62/1997, que constituye el objeto de este nuevo proceso [FJ 3].

13. En las cuestiones de inconstitucionalidad los efectos extintivos sobre el objeto del proceso 
como consecuencia de la derogación o modificación de la norma cuestionada vienen determinados 
por el  hecho de que,  tras esa derogación o modificación,  resulte o no aplicable aquélla en el 
proceso a quo y de su validez dependa la decisión a adoptar en éste (SSTC 111/1983, 125/2003) 
[FJ 3].

14. Es a los Jueces y Tribunales ordinarios que plantean las cuestiones de inconstitucionalidad 
a quienes corresponde comprobar y exteriorizar la existencia del juicio de relevancia, de modo que 
el  Tribunal Constitucional  no puede invadir  ámbitos que corresponden a aquéllos,  salvo en los 
supuestos en que de manera notoria se desprenda que no existe nexo causal entre los preceptos 
legales cuestionados y la decisión a adoptar en el proceso a quo (SSTC 189/1991, 255/2004) [FJ 
2].

Preámbulo:
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El  Pleno  del  Tribunal  Constitucional,  compuesto  por  doña  María  Emilia  Casas  Baamonde, 
Presidenta,  don  Guillermo  Jiménez  Sánchez,  don  Vicente  Conde  Martín  de  Hijas,  don  Javier 
Delgado Barrio,  do±a Elisa  Pérez Vera,  don Roberto  García-Calvo  y  Montiel,  don Eugeni  Gay 
Montalvo,  don  Jorge  Rodríguez-Zapata  Pérez,  don  Manuel  Aragón  Reyes  y  don  Pablo  Pérez 
Tremps, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En la cuestión de inconstitucionalidad núm. 1418-2003, planteada por la Sección Octava de la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional sobre los apartados 1 y 2 del art. 70 de 
la  Ley  27/1992,  de  24  de  noviembre,  de  puertos  del  Estado  y  de  la  marina  mercante,  en  la 
redacción dada por la Ley 62/1997, de 26 de diciembre, por posible vulneración del art. 31.3 de la 
Constitución espa±ola. Han intervenido el Abogado del Estado, en la representación que ostenta, y 
el Fiscal General del Estado. Ha sido Ponente la Presidenta do±a María Emilia Casas Baamonde, 
quien expresa el parecer del Tribunal.

Antecedentes:

 

I. Antecedentes

1. El día 12 de marzo de 2003 tuvo entrada en el Registro General de este Tribunal Constitucional 
un  escrito  de  la  Sección  Octava  de  la  Sala  de  lo  Contencioso-Administrativo  de  la  Audiencia 
Nacional, al que se acompa±a, junto al testimonio del correspondiente procedimiento, el Auto de la 
referida Sala de 25 de febrero de 2003, mediante el que se acuerda elevar a este Tribunal cuestión 
de inconstitucionalidad en relación con los apartados 1 y 2 del art. 70 de la Ley 27/1992, de 24 de 
noviembre,  de  puertos  del  Estado  y  de  la  marina  mercante,  en  la  redacción  dada  por  al  Ley 
62/1997, de 26 de diciembre, dado que pudieran ser contrarios al artículo 31.3 de la Constitución.

2. Los antecedentes de hecho del planteamiento de la presente cuestión de inconstitucionalidad 
son, en esencia, los siguientes:

a) La Autoridad Portuaria de Santander giró a la entidad Bergé Marítima, S.A., varias liquidaciones 
en concepto de tarifa T-9 ("Servicios diversos"), en concreto, por "limpieza de muelles y depósito". 
Dichas liquidaciones encuentran su fundamento en las Órdenes Ministeriales de 19 de abril  de 
1995 (modificada por Orden Ministerial de 30 de enero de 1996) y de 30 de julio de 1998, dictadas 
al amparo del art. 70 de la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de puertos del Estado y de la marina 
mercante,  modificado  por  Ley 62/1997,  de 26 de diciembre.  Interpuesto  recurso contra  dichas 
liquidaciones ante el Ministerio de Fomento, contra la desestimación presunta del mismo se instó 
recurso  contencioso-administrativo  ante  la  Sala  del  citado  orden  jurisdiccional  de  la  Audiencia 
Nacional, con fundamento, entre otros, en la nulidad radical de las citadas Órdenes Ministeriales.

b) Tramitado el procedimiento y una vez conclusos los autos, el día 1 de febrero de 2003 la Sección 
Octava de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional dictó Providencia en 
la que, visto el Auto del Tribunal Supremo de 24 de septiembre de 2002 por el que se plantea 
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cuestión de inconstitucionalidad sobre los apartados 1 y 2 del art. 70 de la Ley 27/1992, de 24 de 
noviembre, de conformidad con el art. 35.2 LOTC, con suspensión del término del plazo para dictar 
sentencia, se acordó oír  a las partes y al Ministerio Fiscal,  por término de diez días, para que 
alegasen  lo  que  estimasen  oportuno  sobre  la  pertinencia  de  promover  cuestión  de 
inconstitucionalidad respecto de los apartados 1 y 2 del art. 70 de la Ley 27/1992, en su redacción 
por Ley 62/1997, de 26 de diciembre, por posible infracción del art. 31.3 CE.

c) Notificada dicha resolución, el Fiscal, mediante escrito de fecha 10 de febrero de 2003, manifestó 
que, cumpliéndose los requisitos establecidos en el art. 35 LOTC, y sin entrar en pronunciamientos 
sobre el  fondo,  no se oponía al  planteamiento  de la  cuestión.  Por  su parte,  la  representación 
procesal de la actora en el  proceso contencioso-administrativo,  en escrito presentado el  19 de 
febrero de 2003, entendió procedente el planteamiento de la cuestión al considerar que, conforme a 
la doctrina sentada en la STC 185/1995, frente a lo que establece el art. 70 de la Ley 27/1992, las 
tarifas por servicios portuarios no constituyen un precio privado sino una prestación patrimonial de 
carácter público, por lo que se infringe el principio de reserva de ley del art. 31.3 CE; no obstante, 
entiende que no sería preciso plantear la cuestión si la Sala, tal y como ha venido entendiendo en 
otras ocasiones, estimara que las tarifas objeto de impugnación constituyen tasas, en cuyo caso el 
citado art. 70 no sería esencial para la resolución del recurso. También el Abogado del Estado, 
mediante escrito fechado el día 10 de febrero de 2002, reproduciendo lo manifestado en su escrito 
de  contestación  a  la  demanda,  consideró  procedente  el  planteamiento  de  la  cuestión  de 
inconstitucionalidad o, en su defecto, la suspensión de las actuaciones hasta que se conociese la 
decisión  del  Tribunal  Constitucional  sobre  la  cuestión  de  inconstitucionalidad  núm.  406/2000, 
planteada por el Tribunal Supremo.

3.  Mediante Auto de 25 de febrero  de 2003 la Sección Octava de la  Sala de lo  Contencioso-
Administrativo  de  la  Audiencia  Nacional  acordó  elevar  a  este  Tribunal  cuestión  de 
inconstitucionalidad en relación con los apartados 1 y 2 del art. 70 de la Ley 27/1992, de 24 de 
noviembre,  de Puertos del  Estado y  de la Marina Mercante,  en su redacción dada por la Ley 
62/1997,  de 26  de diciembre,  por  posible  vulneración  del  art.  31.3  CE.  En la  fundamentación 
jurídica del Auto se razona, en esencia, en los siguientes términos:

a) Pone de manifiesto la Sala que, en pronunciamientos precedentes de la Sala en los que se 
enjuiciaban  liquidaciones  de  la  tarifa  T-3  por  servicios  portuarios  de  carga  y  descarga  de 
mercancías,  había  declarado  reiteradamente  la  nulidad  de  las  Órdenes  Ministeriales  que  las 
regulaban por vulnerar la reserva de ley establecida en el art. 31.3 CE. En tales pronunciamientos 
no se consideró preciso plantear cuestión de inconstitucionalidad respecto del art. 70 de la Ley 
27/1992 al entender que cabía distinguir entre servicios de utilización obligatoria (entre los que se 
encontrarían  el  embarque  o  desembarque  de  mercancías  y  otros  derivados  de  operaciones 
vinculadas a la utilización del puerto), generadores de una tasa, y servicios de utilización voluntaria 
por los usuarios del puerto (generados por la realización o la puesta a disposición del usuario del 
puerto, de elementos materiales o actividades privadas no vinculadas al servicio público). Partiendo 
de  esta  distinción,  se  consideró  que  el  citado  art.  70  no  representaba  obstáculo  alguno  para 
declarar  contrarias  al  principio  de  reserva  de  ley  establecido  en  el  art.  31.3  CE  las  Órdenes 
Ministeriales que regulaban los elementos esenciales de las tarifas, como la T-3 y la T-9, exigidas 
por servicios ligados a prestaciones portuarias y, por tanto, de uso obligatorio.

b) Tal interpretación del art. 70, sin embargo -se±ala seguidamente el Auto de planteamiento-, no 
ha sido la mantenida por el Tribunal Supremo que, antes de pronunciarse sobre la legalidad de la 
Orden  Ministerial,  por  Auto  de  24  de  septiembre  de  2002,  ha  planteado  cuestión  de 
inconstitucionalidad respecto  de los apartados 1  y  2  del  art.  70 de la  Ley 27/1992,  de 24 de 
noviembre, en su versión original,  por vulneración del art.  31.3 CE. Por esta razón, la Sección 
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Octava de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional decide ajustar su 
actuación  al  criterio  mantenido  por  el  Alto  Tribunal  en  el  citado  Auto,  aunque  con  algunas 
puntualizaciones.

La más importante es que, mientras que el Tribunal Supremo, dado el  alcance del recurso de 
casación en el que se suscita la cuestión, plantea la cuestión sobre los apartados 1 y 2 del art. 70 
de la Ley 27/1992 en su versión original (aunque el fundamento séptimo del Auto de la cuestión 
planteada por el Tribunal Supremo postula la posible extensión por conexión o consecuencia, al 
amparo  del  art.  39.1  LOTC,  de  la  eventual  declaración  de  inconstitucionalidad  a  la  redacción 
posterior de dichos apartados dada por la Ley 62/1997), la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
de la Audiencia Nacional eleva ahora cuestión respecto de la redacción que a dichos preceptos ha 
dado la Ley 62/1997, de 26 de diciembre. A este respecto, destaca el Auto que la nueva redacción 
del art. 70 hace hincapié en la naturaleza privada de los servicios portuarios y que, como expresa la 
exposición de motivos de la Orden de 30 de junio de 1998 por la que se establece el régimen de 
tarifas por  servicios  portuarios,  en coherencia  con  esa configuración,  la  Ley no establece  con 
detalle la regulación aplicable a estos ingresos, ni los supuestos en que procede su percepción, 
sino que autoriza al Ministro de Fomento para definir los supuestos y la estructura tarifaria a aplicar 
por  los  servicios  prestados  para  el  conjunto  del  sistema  portuario,  así  como  sus  elementos 
esenciales (art. 70.1), y a prever su actualización por período anual (art. 70.2).

c) Hecha la anterior puntualización, pone de manifiesto la Sala que la cuestión que plantea se 
atiene a lo establecido por el Tribunal Supremo en el referido Auto de 24 de septiembre de 2002, 
que se adjunta al presente, y que, siguiendo la STC 185/1995, de 5 de diciembre, se concreta en 
los puntos que siguen.

En primer lugar se±ala la Sala que la reserva de ley que establece el art. 31.3 CE tiene un alcance 
más amplio  que el  tributario,  dado que se refiere  a  las prestaciones patrimoniales de carácter 
público. Lo decisivo a la hora de dilucidar si una prestación patrimonial es coactiva -afirma- radica 
en dilucidar si el supuesto de hecho que da lugar a la obligación ha sido o no realizado de forma 
libre y espontánea por el sujeto obligado. En este sentido, destaca la Sala que la elección del 
puerto para embarcar y desembarcar mercancías no es una elección libre para el usuario, sino que 
viene  determinada por  factores  tales  como,  esencialmente,  la  proximidad con el  destino  de la 
mercancía  y  los  medios  disponibles  de  comunicación.  Cada  puerto  -se±ala-  responde  a  una 
necesidad económica de la zona y tiene su influencia sobre la misma.

Considera también conveniente subrayar la Sala que los servicios portuarios que enumera el art 12 
de la Orden de 30 de julio de 1998 y otras Órdenes Ministeriales precedentes, entre los que se 
encuentran los que dan lugar a las tarifas T-3 y T-9 (embarque y desembarque de mercancías, y 
servicios diversos), no tienen el carácter de servicios voluntarios, sino que son obligatorios para el 
usuario, tanto por el carácter exclusivo y excluyente del servicio, derivado de la titularidad de un 
bien de dominio público (el espacio portuario), como por la vinculación del mismo a la actividad con 
que esencialmente se constituye y funciona cualquier puerto.

En  definitiva,  a  juicio  de  la  Sala,  el  servicio  es  impuesto  al  particular  por  el  ente  público,  es 
objetivamente indispensable para el usuario y se presta por la Administración con exclusividad, en 
régimen de  gestión  directa  o  indirecta.  Datos  todos  ellos  que,  tal  y  como  expone  el  Tribunal 
Supremo  en  el  Auto  citado,  configuran  la  tarifa  por  los  servicios  indicados  como  "prestación 
patrimonial de Derecho público" que, por imperativo del art. 31.3 CE, exige una ley formal para su 
establecimiento,  esto  es,  tanto  para  la  imposición  de  la  prestación  patrimonial  como  para  la 
determinación de los elementos esenciales que la definen. Elementos esenciales de la prestación 
cuya definición no puede relegarse, tal y como permite el art. 70 cuestionado, a un reglamento 
posterior mediante la habilitación al Ministerio de Fomento, habilitación al amparo de la cual se 
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dictaron las Órdenes Ministeriales aplicadas a las liquidaciones que se impugnan en el proceso a 
quo.

4. La Sección Segunda de este Tribunal acordó admitir a trámite la cuestión mediante providencia 
de 3 de junio de 2003, dando traslado de las actuaciones recibidas, conforme establece el artículo 
37.2 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, al Congreso de los Diputados y al Senado, por 
conducto  de sus  Presidentes,  al  Gobierno,  por  conducto  del  Ministerio  de Justicia,  y  al  Fiscal 
General del Estado, para que, en el improrrogable plazo de quince días, pudieran personarse en el 
procedimiento y formular las alegaciones que estimasen convenientes. Todo ello con publicación 
en el Boletín Oficial de Estado de la incoación de la cuestión (lo que se cumplimentó en el BOE 
núm. 142, de 14 de junio de 2003).

5. Por escrito registrado en este Tribunal el día 19 de junio de 2003 se recibió una comunicación 
del Presidente del Senado, en el sentido de que se tuviera a dicha Cámara por personada en el 
procedimiento y por ofrecida su colaboración a los efectos del artículo 88.1 de la Ley Orgánica del 
Tribunal  Constitucional.  Con la  misma fecha tuvo entrada en el  Registro  de este Tribunal  otra 
comunicación de la Presidenta del Congreso de los Diputados en el sentido de que dicha Cámara 
no se personaría en el procedimiento ni formularía alegaciones, poniendo a disposición del Tribunal 
las actuaciones que pudiera precisar, con remisión a la Dirección de Estudios y Documentación de 
la Secretaría General.

6. El Abogado del Estado formuló sus alegaciones mediante escrito presentado el día 26 de junio 
2003, en el que suplicaba que, previos los trámites legales, se dictara sentencia por la que se 
inadmitiese la cuestión por falta de condiciones procesales o, subsidiariamente, se desestimase en 
su integridad.  El  Abogado del  Estado,  después de concretar que lo cuestionado por el  órgano 
judicial son los dos primeros apartados del art.  70 de la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de 
puertos  del  Estado  y  marina  mercante,  en  la  redacción  dada  por  la  Ley  62/1997,  de  26  de 
diciembre, pone de manifiesto que el Auto de planteamiento incumple el deber establecido en el art. 
35.2 LOTC de especificar y justificar en qué medida la decisión del proceso depende de la validez 
de los dos apartados cuestionados del art. 70 de la Ley 27/1992. A este respecto, destaca que en 
el proceso a quo se impugnaron diversas liquidaciones por la tarifa T-9 giradas por la Autoridad 
Portuaria de Santander, unas en 1997 y otras en 1998, tarifa ésta que comprende, en virtud del art. 
76 de la Orden Ministerial de 30 de julio de 1998, "cualesquiera otros servicios portuarios prestados 
en régimen de gestión directa  por  la  Autoridad  Portuaria,  no incluidos en  las  restantes tarifas 
reguladas en los artículos anteriores". A juicio de esta representación pública, dado el carácter 
inespecífico y residual de esta tarifa, es imprescindible que conste claramente qué tipo de servicios 
dieron lugar a su cobro, puesto que si dichos servicios se desconocen, no resulta posible enjuiciar 
el grado de coactividad de la contraprestación satisfecha por los mismos y, por ende, si se trata o 
no de prestaciones de carácter público sujetas, conforme a la STC 185/1995, al principio de reserva 
de ley del art. 31.3 CE. De hecho, podría suceder que los servicios prestados por la Autoridad 
portuaria  por  los  que  se  ha  exigido  la  tarifa  T-9  se  presten  en  libre  concurrencia  por  la 
Administración y otros operadores, todos ellos sujetos al Derecho privado (arts. 66.4 y 72 de la Ley 

27/1992).

Sentado esto subraya el Abogado del Estado que el Auto de planteamiento de la cuestión ni razona 
la aplicabilidad y relevancia de los apartados 1 y 2 del art. 70 de la Ley 27/1992, ni precisa en qué 
fecha se facturaron los servicios por los que se liquidó la tarifa T-9 o la naturaleza de éstos, ni, en 
fin, dichos datos pueden extraerse de las actuaciones remitidas, razón por la cual resulta vulnerado 
el art. 35.2 LOTC, en relación con el art. 163 CE.

No obstante lo anterior, con carácter subsidiario, el Abogado del Estado explica las razones por las 
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que, a su juicio, los apartados 1 y 2 del art. 70 de la Ley 27/1992 no infringen el art. 31.3 CE. Para 
rebatir  la  tesis  del  Auto  de planteamiento -en virtud del  cual  las tarifas portuarias constituirían 
prestaciones patrimoniales coactivas cuyos elementos esenciales son definidos por el Ministerio de 
Fomento y la Autoridad portuaria-, la representación pública sigue un doble esquema argumental: 
en primer lugar, afirma que, dado que la tarifa por servicios portuarios T-9 constituye un precio 
privado, no puede conceptuarse como prestación de carácter público en el sentido del art. 31.3 CE; 

y, en segundo lugar, subsidiariamente, estima que, aún el caso de que se entendiera que dichas 
tarifas son prestaciones patrimoniales de carácter público, los apartados cuestionados respetarían 
el art. 31.3 CE.

Con relación al primer razonamiento, se±ala el Abogado del Estado que las tarifas por servicios 
portuarios han sido conceptuadas correctamente por el  legislador  como precios privados y,  en 
consecuencia,  no  constituyen  prestaciones  de  carácter  público  a  las  que  se  refiere  el  citado 
precepto  constitucional.  En  efecto,  el  art.  70.1  de  la  Ley  27/1992  dispone  que  las  tarifas  por 
servicios "tendrán el carácter de precios privados", calificación que resulta del todo coherente con 
el art. 66.4 de la Ley 27/1992, no cuestionado, que ordena que las actividades y servicios prestados 
por las Autoridades portuarias se rijan "por normas de derecho privado". Así pues, a juicio de esta 
representación  pública,  si  estamos  ante  un  auténtico  precio  privado,  cobrado  por  un  servicio 
prestado con arreglo al Derecho privado, no es posible calificarlo como "prestación patrimonial de 
carácter público",  dado que lo único público que puede haber en el  pago del  precio por dicho 
servicio es que en ocasiones lo cobra una persona de Derecho público: la Autoridad portuaria; sin 
embargo, otras veces, el precio lo percibe un empresario privado que se encarga de gestionar 
algún servicio portuario por concesión (art. 67 de la Ley 27/1992, especialmente, apartados 1 y 3).

Sentado lo anterior, considera el Abogado del Estado que el auténtico problema suscitado por el 
Auto de planteamiento es si el poder legislativo erróneamente llama precio privado a lo que en 
realidad constituye una prestación patrimonial de carácter público del art.  31.3 CE, esto es, de 
acuerdo con la doctrina establecida en la STC 185/1995 (FJ 3),  una prestación coactivamente 
impuesta por un ente público. A este respecto pone de manifiesto que, conforme se±ala la citada 
STC 185/1995, la finalidad última de la reserva legal contenida en el art. 31.3 CE es asegurar que 
cuando un ente público impone coactivamente una prestación patrimonial a los ciudadanos cuente 
para ello con la voluntaria aceptación de sus representantes. A su juicio, de esta afirmación se 
deducen tres notas características de la prestación patrimonial de carácter público: en primer lugar, 
la necesaria presencia de un ente público en el establecimiento de la prestación; en segundo lugar, 
es condición necesaria aunque no suficiente para que la prestación pueda considerarse de carácter 
público a los efectos del art. 31.3 CE que exista un régimen jurídico-público; y, en tercer lugar, la 
coactividad, que es el rasgo esencial.

Una prestación es coactiva, conforme a la doctrina recogida en la citada STC 185/1995, cuando se 
da una de las siguientes circunstancias: que la realización del supuesto de hecho sea jurídicamente 
obligatoria  (o,  al  menos,  la  obligación de pago de la  prestación  nazca sin  actividad  voluntaria 
dirigida al ente público); que el bien, actividad o servicio prestado sea objetivamente indispensable 
para poder satisfacer las necesidades básicas de la vida personal y social de los particulares; o que 
la prestación derive de la utilización de bienes, servicios o actividades prestadas o realizadas por 
los entes públicos en posición de monopolio de hecho o de derecho.

Seguidamente, y antes de comprobar si los precios cuestionados constituyen una prestación de 
carácter  público  conforme  a  los  criterios  anteriores,  destaca  el  Abogado  del  Estado  que  la 
realización  de  servicios  por  las  Autoridades  portuarias  se  efectúa  en  un  mercado  de  libre 
competencia dentro del propio puerto, entre puertos espa±oles y entre el puerto espa±ol y puertos 
extranjeros; a esto debe a±adirse lo que denomina como "competencia intermodal", es decir, la 
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competencia entre los diversos modos de transporte (terrestre por carretera o ferrocarril,  aéreo, 
marítimo). Desde  el  punto  de  vista  del  potencial  receptor  de  los  servicios  portuarios  la 
Autoridad portuaria de un determinado puerto espa±ol compite con otros oferentes de servicios 
portuarios.  En  primer  lugar,  con  los  concesionarios  de  servicios  dentro  del  propio  puerto 
(competencia intraportuaria) que cobran sus precios en competencia con las tarifas percibidas por 
la Autoridad portuaria, con un límite máximo (art. 72 de la Ley 27/1992), lo que les permite incluso 
fijar un precio por debajo de ese límite; en segundo lugar, con otros puertos espa±oles de la misma 
o  distinta  región,  dado  que  se  elegirá  uno  de  ellos,  entre  otras  razones,  por  el  coste  que 
representen los servicios portuarios agregado al coste del otro modo de transporte (por ejemplo, 
por  carretera  o  ferrocarril);  y,  en tercer  lugar,  con otros puertos extranjeros,  por  la  ya  aludida 
posibilidad de combinar varios modos de transporte.

A continuación el Abogado del Estado se±ala las razones por las que en las tarifas por servicios 
portuarios no concurre ninguna de las notas -a las que hace referencia la STC 185/1995- para 
justificar su calificación como prestaciones patrimoniales de carácter público del art. 31.3 CE. A 
este respecto se±ala, en primer lugar, que, en estos casos, la presencia de un ente público es 
puramente eventual, dado que los servicios portuarios pueden ser prestados por un empresario 
privado concesionario, que, aun cuando está sujeto a la potestad tarifaria de la Autoridad, goza de 
libertad de fijar precios inferiores, puesto que las tarifas son máximas (art. 72.1 de la Ley 27/1992). 
De hecho, la jurisprudencia del Tribunal Supremo considera que las prestaciones que abonan los 
usuarios  a  un concesionario  de  obra  pública  o  servicio  público  (por  ejemplo,  el  peaje  de una 
autopista concedida) tienen naturaleza de precio (por ejemplo, en SSTS de 29 de enero, 12 de 
febrero y 4 y 7 de marzo de 1998).

En segundo lugar, destaca que el régimen de los precios por servicios portuarios que cobran las 
Autoridades portuarias (y, por supuesto, los empresarios que gestionan el servicio por concesión), 
de conformidad con lo dispuesto en el art. 66.4 de la Ley 27/1992, es un régimen jurídico-privado. Y 

conforme a STC 185/1995, el régimen jurídico-público aunque no es una condición suficiente sí es 
necesaria para calificar una determinada prestación como de "carácter público" [en este sentido 
hace notar que el art. 2 b) de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de tasas y precios públicos, excluye de 
su ámbito  la  contraprestación por  las  actividades que realicen  y  los servicios  que presten las 
entidades u organismos públicos que actúen según normas de Derecho privado].

En tercer lugar, considera el Abogado del Estado que ninguno de los tres "índices de coactividad" 
enunciados en la STC 185/1995 son aplicables a las tarifas por servicios portuarios, razón por la 
cual su calificación legislativa como precio privado está razonablemente fundada. En efecto, de un 
lado,  no puede decirse que "la realización del  supuesto de hecho"  de las tarifas por servicios 
portuarios sea jurídicamente obligatoria, o que la obligación de pago de la prestación nazca sin 
actividad voluntaria del particular dirigida al ente público, porque no hay obligación jurídica alguna 
de solicitar o recibir servicios de un puerto determinado, y la obligación de pagar la tarifa surge 
como contrapartida a un servicio prestado en régimen de Derecho privado a quien voluntariamente 
lo solicita. De otro lado, tampoco puede afirmarse que las operaciones portuarias tarifadas como 
servicios puedan calificarse de "objetivamente indispensable para poder satisfacer las necesidades 
básicas de la vida personal y social de los particulares", de manera que "la renuncia a estos bienes, 
servicios o actividades priv[e] al particular de aspectos esenciales de su vida privada o social", ya 
que los servicios portuarios interesan sólo a determinados operadores económicos (cargadores, 
consignatarios, transitarios, etc.), pero no están presentes de manera constante en la vida personal 
y social de la mayoría de los ciudadanos. Finalmente los servicios prestados por las Autoridades 
portuarias no pueden calificarse como "monopolio de hecho o de derecho", porque la competencia 
dentro del  puerto, entre puertos (nacionales y extranjeros) y entre modos de transporte impide 
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hablar de monopolio de oferta, ni de hecho ni de derecho. Es más, no hay declaración legal de 
monopolio en la prestación de servicios portuarios a favor de las Autoridades portuarias existentes, 
sino que, antes al contrario, la propia norma legal permite el acceso de empresarios privados a este 
mercado mediante la gestión indirecta por concesión de obra servicio (arts. 67, 70.3 y 72 de la Ley 
27/1992),  aparte  de  que  no  obliga  a  los  demandantes  de  servicios  portuarios  a  recibirlos  de 
determinado puerto o de los puertos espa±oles en su conjunto. Lo que sí existen son fenómenos de 
"tráfico cautivo", pero respecto a ellos el derecho de la competencia obliga a reprimir las prácticas 
abusivas.

Por todo lo anterior, concluye el Abogado del Estado que las tarifas portuarias por servicios no son 
prestaciones patrimoniales de carácter público a las que hace referencia el art. 31.3 CE, sino que 
merecen la calificación de precios privados que les ha atribuido el art. 70.1 de la Ley 27/1992 y, por 
consiguiente,  no  puede  sostenerse  que  los  apartados  1  y  2  del  art.  70  de  la  Ley  27/1992 
quebranten la reserva de ley contenida en ese precepto constitucional. No  obstante  lo  anterior, 
a±ade el Abogado del Estado que aun admitiendo a los meros efectos dialécticos que las tarifas por 
servicios portuarios fueran prestaciones patrimoniales de carácter público y no precios privados 
-como  declara  el  art.  70.1  de  la  Ley  27/1992-,  la  inconstitucionalidad  quedaría  contraída 
exclusivamente al inciso "tendrán el carácter de precios privados" del art. 70.1 de la Ley 27/1992, 
pero no alcanzaría al resto del apartado 1 (desde "Estas tarifas..." hasta "... otras análogas"), ni al 
apartado 2 del citado precepto, por los siguientes motivos. El primero, porque el presupuesto de 
hecho de las tarifas por servicios portuarios exigidas por las Autoridades portuarias está claramente 
enunciado por el legislador en el primer inciso del primer párrafo del art. 70.1 de la Ley 27/1992 
(desde  "Las  Autoridades..."  hasta  "...  tarifas.").  Este  primer  inciso  en  ningún  caso  podría  ser 
considerado inconstitucional, toda vez que, al definir así el presupuesto general de las tarifas, no 
vulnera el art.  31.3 CE. Del mismo modo, al determinar el  hecho que genera la obligación,  se 
apunta indirectamente al deudor de los servicios ("sujeto pasivo" de la tarifa), sobre todo si el art. 
70.1  se  pone  en  conexión  con  el  73.2  de  la  Ley  27/1992.  Tampoco  alcanzaría  la 
inconstitucionalidad ni al segundo inciso del citado apartado ni al apartado 2 porque el le-gislador 
en  estos  pasajes  respeta  la  reserva  de  ley  del  art.  31.3  CE,  al  fijar  una  serie  de  criterios 
-explícitamente materiales e implícitamente formales o procedimen-tales- para limitar el ejercicio de 
la  potestad  reglamentaria  del  Ministro  de  Fomento  y  el  de  las  competencias  atribuidas  a  las 
Autoridades portuarias para aprobar tarifas o actualizarlas anualmente. A juicio del Abogado del 
Estado, estas orientaciones materiales y procedimentales tienen una evidente eficacia directiva y 
limitativa  por  varias  razones:  en  primer  lugar,  porque  ordenan  garantizar  el  objetivo  de 
autofinanciación (art. 68 de la Ley 27/1992); en segundo lugar, porque prescriben la exclusión de 
prácticas  abusivas  o,  en  general,  contrarias  a  la  libre  competencia,  conceptos  que,  aunque 
genéricos, cuentan con una importante concreción legal  aplicativa  y doctrinal  (Leyes 16/1989 y 
3/1991);  en tercer  lugar,  porque imponen la necesidad de obtener  rentabilidad positiva,  lo  que 
entra±a que antes de aprobar las tarifas la Autoridad portuaria debe tener conocimiento de los 
estudios precisos para garantizar dicho objetivo; en cuarto lugar, porque permiten ajustarse a las 
estrategias comerciales de cada Autoridad,  las cuales deben ser suficientemente fijadas;  y,  en 
último lugar, porque obligan a que la actualización de las tarifas se hagan a la vista de la evolución 
de los diferentes componentes del coste de los servicios prestados (evolución que debe tener un 
reflejo  documental)  y  los  "criterios  de  política  portuaria  que  se  establezcan".  Por  todo  esto  el 
Abogado  del  Estado  considera  que  el  legislador  orienta  y  limita  la  discrecionalidad  o  libertad 
administrativa en la fijación de las tarifas por servicios portuarios, tal y como exige la reserva de ley 
constitucional.

Entiende el Abogado del Estado que el punto verda-deramente debatible es el inciso del párrafo 
segundo del art. 70.1 de la Ley 27/1992 en el que se habilita al Ministerio de Fomento para definir, 
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para  el  conjunto  del  sistema portuario,  los supuestos  y  la  estructura  tarifaria  a  aplicar  por  los 
servicios prestados y determinar "sus elementos esenciales".  Pero,  en su opinión,  este párrafo 
también resulta conciliable con la reserva de ley del art. 31.3 CE, dada la naturaleza de las tarifas 
portuarias. En efecto, la definición de los supuestos y de la estructura tarifaria no supone más que 
el apoderamiento para particularizar los tipos de servicios portuarios tarificables. Y la reserva del 
art. 31.1 CE no exige que la descripción de los hechos generadores de la deuda por servicios 
particularice sus diversos tipos o clases, sino que basta con que delimite con claridad la categoría 
que los comprende a todos, y es esto es precisamente lo que hace el inciso primero del párrafo 
primero del art. 70.1 de la Ley 27/1992.

Por otro lado, se±ala la representación del Estado que la atribución de los elementos esenciales de 
la  tarifa  al  Ministerio  de  Fomento,  aunque  pudiera  parecer  un  implícito  reconocimiento  de  la 
degradación de la reserva de ley del art. 31.3 CE, no es más que una muestra de que el legislador 
presuponía que dicho precepto constitucional no resultaba aplicable a estos precios privados. Por 
lo demás, los denominados "elementos esenciales" (fundamentalmente la cuantía de las tarifas) no 
son tales a tenor de la doctrina constitucional sobre la flexibilidad de la reserva del art. 31.3 CE, 
sobre todo si se les contempla desde el punto de vista de las finalidades que el legislador asigna a 
las tarifas por  servicios  portuarios.  En efecto,  las finalidades de las tarifas y especialmente su 
necesaria adaptación a las estrategias comerciales de cada puerto y a las políticas de rentabilidad 
portuaria,  no pueden alcanzarse debidamente si  la  cuantía  de las tarifas o  incluso sus límites 
máximos y mínimos se congelan en una Ley, cuya modificación exige cumplir una serie de cargas 
procedimentales incompatibles con la rápida adaptación a cambios del mercado o a la puesta en 
práctica de una nueva estrategia comercial de respuesta. Y, a su vez, las fuerzas del mercado y las 
directrices  explícitamente  mateiales  e  implícitamente  procedimentales  plasmadas  en  el  párrafo 
primero del apartado 1 y en el apartado 2 sirven para restringir de modo efectivo el margen de 
libertad del Ministro de Fomento y de las Autoridades portuarias. De este modo, dada la naturaleza 
y finalidades de las tarifas por servicios portuarios (aun consideradas prestaciones patrimoniales de 
carácter público), no puede entenderse que los apartados 1 y 2 del art. 70 de la Ley 27/1992, aquí 
cuestionados, sean contrarios al art. 31.3 CE.

7. El Fiscal General del Estado evacuó el trámite conferido mediante escrito registrado el día 30 de 
junio  de  2004,  suplicando  se  dictase  sentencia  desestimatoria  de  la  cuestión  de 
inconstitucionalidad.

En primer lugar, y antes de comenzar el estudio de la problemática constitucional planteada por el 
órgano judicial, efectúa el Fiscal una precisión sobre la relevancia de la norma cuestionada para la 
adopción  de una resolución  en el  proceso a  quo.  Y sobre este  particular  destaca que la  Ley 
27/1992,  tanto  en  su  configuración  originaria  como  en  la  dada  por  la  Ley  62/1997,  bajo  la 
denominación genérica de "servicios portuarios", engloba en su art. 66 una dual distinción entre lo 
que  denomina  como  servicios  portuarios  de  carácter  esencial  (que  aparecen  recogidos  en  el 
apartado 2) y los que no tienen ese carácter esencial, pues resultan plenamente prescindibles por 
el usuario (que serían los citados en el apartado 1). La distinción entre unos y otros deriva, a su 
juicio,  de  que  los  servicios  portuarios  esenciales  han  de  venir  regulados  en  una  normativa 
específica y distinta de la Ley 27/1992, mientras que los no esenciales se sujetan al régimen que se 
especifica en los preceptos correspondientes de dicha Ley, de tal manera que el marco normativo 
de unos y de otros es diferente.

Pues bien, partiendo de esta distinción, se hace evidente para el Fiscal General del Estado que si 
la Orden Ministerial de 30 de julio de 1998, que es la que, en desarrollo de lo dispuesto en el art. 
70.2 de la citada Ley 27/1992, dispone la estructura y rasgos esenciales de los servicios portuarios 
no esenciales contenidos en el art. 66.1 de la misma, lo que ha hecho ha sido extender un régimen 
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de  aplicación  de  tarifas  a  determinados  servicios  esenciales  que,  como  tales,  deben  hallarse 
incluidos en el art. 66.2 (como serían los servicios portuarios agrupados en la tarifa T-9 aplicada en 
el  supuesto  de  autos  y  que  el  órgano  judicial  de  instancia  ha  considerado  como  servicios 
esenciales), será la Orden Ministerial de desarrollo la única que habrá incurrido en infracción del 
principio de reserva de ley por regular unos servicios públicos considerados como esenciales ex 
arts. 1 y 2 del Real Decreto-ley 2/1986, de 23 de mayo. En definitiva, entiende el Fiscal General 
que lo que ha sucedido es que la citada Orden Ministerial se habría excedido en su ámbito de 
aplicación, sin que por ello deba extenderse su problemática a la eventual inconstitucionalidad de la 
norma  legal  de  cobertura  que,  simplemente,  no  habría  sido  observada  por  aquélla.  Nos 
hallaríamos, por tanto, ante una mera cuestión de legalidad reglamentaria que ha de quedar al 
margen  del  presente  proceso  de  inconstitucionalidad.  Siendo  esto  así,  afirma el  Fiscal  que  la 
decisión a adoptar por este Tribunal sobre la adecuación de los apartados 1 y 2 del art.  70 al 
principio de reserva de ley del art. 31.3 de la Constitución resultaría irrelevante a los efectos de la 
decisión  final  que  adoptara  la  Sala  de  instancia  en  la  resolución  del  recurso  contencioso-
administrativo planteado.

Hecha la anterior precisión y para el caso de que este Tribunal considerara que la cuestión de 
inconstitucionalidad supera el juicio de relevancia, pasa el Fiscal General a examinar el fondo de la 
problemática  constitucional  planteada.  A  este  respecto,  comienza  precisando  que  son  dos  las 
cuestiones que constituyen el eje central del presente proceso. En primer lugar, si, como establece 
la Ley 27/1992, las tarifas portuarias que regula constituyen "precios privados" y, por ende, están 
sujetas a las normas de Derecho privado. Y, en segundo lugar, en el su-puesto de que constituyan 
verdaderas prestaciones patrimoniales de carácter público, si vulneran el principio de reserva de ley 
tributaria del art. 31.3 CE, al habilitar al Ministro de Fomento para que establezca sus elementos 
esenciales.

A continuación,  el  Fiscal  General  analiza  el  régimen normativo de los servicios portuarios y el 
sistema de contraprestaciones económicas que por su realización establece la Ley 27/1992. A tal 
respecto subraya que esta norma legal (arts. 66 y ss) define los servicios portuarios como aquellas 
actividades de prestación que tienden a la consecución de los fines que dicha Ley asigna a las 
Autoridades portuarias,  organismos éstos con plena autonomía funcional  y  de gestión,  que se 
configuran como entidades de Derecho público con personalidad jurídica y patrimonio propio así 
como con plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines (art. 35). La relación de las 
prestaciones a que se concretan tales servicios portuarios viene especificada en el art. 66.1 de la 
Ley de puertos. 
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Se±ala,  además,  que  la  realización  de  los  indicados  servicios  portuarios  puede  ser  asumida 
directamente  por  cada  Autoridad  portuaria  o  llevada  a  efecto  mediante  gestión  indirecta  por 
particulares -siempre que no implique ejercicio de autoridad (art. 67.1)- en cuyo caso tal tipo de 
prestación se sujeta al Ordenamiento privado. Pone igualmente el acento el Fiscal en que en los 
arts. 70 y ss de la Ley 27/1992 establecen un diferente régimen normativo para las tarifas de los 
servicios portuarios en función de que sean prestados por la Autoridad portuaria, bien de forma 
directa, bien mediante un sistema de gestión indirecta, por los particulares que contrataron con la 
misma. En el primero de los casos, bajo el régimen de precios privados, compete a la Autoridad 
portuaria  la  fijación  de  las  cuantías  de  las  tarifas  de  modo  anual  y  conforme  a  criterios  de 
rentabilidad, si bien teniendo en cuenta los supuestos y la estructura tarifaria definidos previamente 
por el Ministro de Fomento (art. 70). En cambio, en el caso de la gestión indirecta, corresponde a 
las  Autoridades  portuarias la  fijación  periódica de los  límites máximos de las  tarifas  a  aplicar, 
permitiéndose a los adjudicatarios de la prestación la determinación de dichas tarifas en su cuantía 
exacta, siempre que estén por debajo de aquéllos (art. 72).

Una vez expuesto el marco normativo que regula la prestación de servicios portuarios afronta la 
primera de las cuestiones que había planteado anteriormente, a saber, si las tarifas portuarias que 
regula la Ley 27/1992 constituyen "precios privados" y, por ende, no están sometidas al principio de 
reserva de ley del art. 31.3 CE. En este sentido pone de manifiesto el Fiscal General que tanto el 
Auto  de  planteamiento  de  la  cuestión  como  la  jurisprudencia  de  la  Sala  de  lo  Contencioso-
administrativo del Tribunal Supremo, al amparo de la STC 185/1995, han calificado las tarifas a que 
se refiere el art. 70 Ley 27/1992 como verdaderas tasas, encuadrables, por tanto, en el ámbito de 
las prestaciones patrimoniales de carácter público a que se refiere el art. 31.3 CE. 

Así, la STS de 24 de enero de 1996 (recurso de casación núm. 2817/94) califica la tarifa G-3 (en la 
actualidad, tarifa T-3) como una tasa, por tratarse de una prestación coactiva, dado que se exige 
por servicios portuarios que son de solicitud obligatoria, constituyen una manifestación del principio 
de autoridad, se prestan en régimen de monopolio y, en fin, son indispensables para satisfacer las 
necesidades básicas de la vida personal o social de la comunidad.

Sin embargo, a juicio del Fiscal General,  a la luz de los apartados 1 y 2 del art. 66 de la Ley 
27/1992  hay  que  distinguir  entre  los  servicios  portuarios  propiamente  dichos  (esto  es,  los  del 
apartado 1), de aquellos otros servicios de carácter público que presta la Autoridad Marítima, tales 
como carga y descarga, etc. (recogidos en el apartado 2), cuyo régimen no estaría previsto en la 
Ley 27/1992  sino  en  el  Real  Decreto-ley  2/1986,  de  23  de mayo.  De  lo  expuesto  colige  que 
mientras que los servicios portuarios previstos en el art. 66.2 tienen una clara conceptuación de 
servicio  público,  en  cuanto  que  afectan  a  la  propia  esencia  de  la  actividad  portuaria,  los 
enumerados en el art. 66.1 son perfectamente prescindibles por parte de los buques que atraquen 
en el puerto y, en esta medida, dan lugar a una contraprestación que tienen naturaleza de precio 

privado.
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De  lo  expuesto  deduce  que  lo  que  califica  como  servicios  portuarios  propiamente  dichos  no 
participan de la nota de la esencialidad que les atribuye la jurisprudencia del Tribunal Supremo 
anteriormente expuesta, al no ser de aplicación coactiva a los particulares. Dicho de otro modo, 
para el Fiscal General, si la peculiaridad de toda prestación patrimonial de carácter público radica 
en la obligatoriedad que supone para el ciudadano la utilización del servicio y para la labor básica 
de atraque a puerto la  prestación de estos servicios portuarios no es imprescindible,  sino que 
admite  una  cierta  disponibilidad  por  parte  del  ciudadano,  no  es  posible  apreciar  la  nota  de 
coactividad  que  se  propugna  en  el  auto  de  planteamiento  y  en  la  jurisprudencia  del  Tribunal 
Supremo citada.

Por otro lado, por las mismas razones expuestas, a juicio del Fiscal General del Estado, habría que 
afirmar que los servicios portuarios recogidos en el art. 66.1 de la Ley 27/1992, que se retribuyen 
mediante  tarifas  calificadas  por  el  legislador  como  precios  privados,  no  tienen  el  carácter  de 
indispensables porque pueden ser o no utilizados por el particular en función de sus necesidades, 
por lo que tampoco pueden considerarse como básicos para la actividad social.

Finalmente, tampoco aprecia el Fiscal la existencia de un verdadero monopolio en la prestación de 
estos servicios portuarios, puesto que la gestión de los mismos puede ser realizada tanto por la 
propia Autoridad portuaria, directamente, como a través del mecanismo de la gestión indirecta, por 
particulares unidos a aquélla me-diante un mero vínculo contractual sujeto al ordenamiento privado. 
La Ley en ningún momento excluye de modo expreso la eventual concurrencia de la prestación de 
estos servicios, tanto por la Autoridad portuaria como por los particulares y no existe impedimento 
alguno para que en un mismo puerto puedan coexistir, por ejemplo, actividades de prestación de 
suministro de agua, de hielo o de energía eléctrica, por citar tan sólo una de las modalidades de 
servicio portuario que se contemplan en el citado art. 66.1 de la Ley 27/1992.

Pues bien,  partiendo de que debe distinguirse entre  lo  que son servicios  públicos de carácter 
esencial -los del art. 66.2- y los que son servicios portuarios no esenciales -los del art. 66.1- en la 
medida en que estos últimos pueden ser perfectamente prescindibles por quién haya de arribar a 
puerto y, además, la Ley no excluye la competencia en su prestación, al permitir la gestión directa e 
indirecta a cargo de la Autoridad portuaria o de particulares contratantes sin que oponga obstáculo 
alguno a este régimen de concurrencia, habrá que concluir que, al menos, los servicios contenidos 
en la relación que figura en el art. 66.1 de la Ley 27/1992 no tienen por qué participar del carácter 
de prestaciones patrimoniales de carácter público que les asigna el Auto de planteamiento de la 
cuestión al no reunir ninguna de las notas específicamente citadas por la Jurisprudencia de este 
Tribunal. En consecuencia, y una vez excluida la naturaleza de prestación patrimonial de carácter 
público -en el sentido constitucional de la expresión- de las contraprestaciones obtenidas por tales 
servicios portuarios no existe ningún obstáculo para conceptuarlos como prestaciones sujetas al 
ámbito  del  derecho privado retribuibles mediante  un sistema de precios privados a fijar  por  la 
Autoridad  portuaria  que  preste  el  servicio,  si  lo  hace  de  modo  directo,  o  a  través  de  tarifas 
máximas, si se prestan mediante un sistema de gestión indirecta, que en ningún caso condicionan 
el ámbito es-trictamente privado de su realización, porque los particulares contratantes disponen de 
libertad absoluta para fijar sus tarifas por debajo de dichas cantidades máximas, sujetándose a las 
meras reglas del mercado y de la libre concurrencia.

Una vez llegados a este punto, a juicio del Fiscal General del Estado es fácil concluir que no existe 
vulneración alguna por el precepto cuestionado del principio de reserva legal que contempla el art. 
31.3  de  la  Constitución,  que  sólo  es  predicable  de  las  prestaciones  patrimoniales  de carácter 
público y, en ningún caso, de un sistema de prestaciones sujeto al Derecho privado que permite, en 
consecuencia, la habilitación al Ministro de Fomento para la delimitación esencial del régimen de 
tarifas a aplicar a los mismos. En consecuencia, termina el Fiscal General del Estado suplicando 
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que se  dicte  Sentencia  por  la  que se  proceda  a la  desestimación  de la  presente  cuestión  de 
inconstitucionalidad.

8. Mediante escritos fechados el día 12 de abril de 2005 los Magistrados don Ramón Rodríguez 
Arribas y don Pascual Sala Sánchez comunicaron a los efectos oportunos que se abstenían de 
intervenir  en  la  deliberación  y  votación  de  la  presente  cuestión  de  inconstitucionalidad,  de 
conformidad con el art. 219.11 LOPJ, al haber formado parte del órgano judicial que planteó otra 
cuestión de inconstitucionalidad en el mismo tema debatido.

Por Auto de fecha de 20 de abril de 2005 este Tribunal acordó, a la vista de las comunicaciones 
anteriores y en virtud de lo previsto en los arts.  80 LOTC y 221.4 LOPJ, estimar la causa de 
abstención formulada por los mencionados Magistrados, apartándoles definitivamente de la referida 
cuestión.

9. Por providencia de fecha 10 de mayo de 2005, se se±aló para deliberación y votación de la 
presente Sentencia el mismo día.

Fundamentos:

 

1. El objeto de la presente cuestión de inconstitucionalidad, planteada por la Sección Octava de la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, es determinar si los apartados 1 y 
2  del  art.  70  de  la  Ley 27/1992,  de 24  de  noviembre,  de Puertos del  Estado y  de la  Marina 
Mercante, en la redacción dada por la Ley 62/1997, de 26 de diciembre, respetan la reserva de ley 
establecida  en el  art.  31.3  CE.  Dicha  reserva  de  ley  se  vería  infringida  porque  los  apartados 
cuestionados, partiendo de que las tarifas portuarias tienen la naturaleza de "precios privados", no 
establecen  con  detalle  la  regulación  aplicable  a  las  mismas,  ni  los  casos  en  que  procede  su 
percepción, sino que autorizan al Ministro de Fomento para definir los supuestos y la estructura 
tarifaria a aplicar por los servicios prestados para el conjunto del sistema portuario, así como sus 
"elementos  esenciales",  siendo  así  que  dichas  tarifas  constituyen  verdaderas  prestaciones 
"patrimoniales de carácter público" a las que se refiere el citado art. 31.3 CE.

Los apartados 1 y 2 del art. 70 de la Ley 27/1992, en la redacción dada por la Ley 62/1997, se±alan 
lo siguiente:

"1.  Las Autoridades Portuarias exigirán por los servicios portuarios que presten el  pago de las 
correspondientes tarifas. Estas tarifas tendrán el carácter de precios privados y deberán garantizar 
el objetivo de autofinanciación, evitar prácticas abusivas en relación con los tráficos cautivos, así 
como actuaciones discriminatorias y otras análogas. El  Ministro  de  Fomento  definirá  los 
supuestos y la estructura tarifaria a aplicar por los servicios prestados para el conjunto del sistema 
portuario, así como sus elementos esenciales.

2. Las Autoridades Portuarias aprobarán sus tarifas conforme a los criterios de rentabilidad que se 
establezcan, que en cualquier caso será positiva y a las estrategias comerciales de cada Autoridad 
Portuaria.

Dichas tarifas se actualizarán con periodicidad anual, de acuerdo con la evolución de los diferentes 
componentes del coste de los servicios y con los criterios de política portuaria que se establezcan."

2. Centrado así el objeto del presente proceso constitucional, antes de abordar el examen de las 
posibles infracciones constitucionales que se suscitan en el Auto de planteamiento de la cuestión, 
es necesario dar respuesta a la objeción de procedibilidad esgrimida tanto por el Abogado del 
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Estado como por el Fiscal General del Estado, con fundamento en que el precepto cuestionado no 
supera el juicio de relevancia a que se refiere el art. 35.2 LOTC.

Como se ha se±alado en los antecedentes,  la  Sección Octava de la  Sala  de lo  Contencioso-
Administrativo de la Audiencia Nacional pone de manifiesto en el Auto de planteamiento que, a su 
juicio, los apartados 1 y 2 del art. 70 de la Ley 27/1992, en la redacción dada por la Ley 62/1997, de 
26 de diciembre, pudieran vulnerar el art. 31.3 CE. Pues bien, entiende el Abogado del Estado que 
el órgano judicial ha vulnerado el art. 35.2 LOTC, en relación con el 163 CE, no sólo porque no 
razona nada acerca de la aplicabilidad y la relevancia de los apartados 1 y 2 del art. 70 de la Ley 
27/1992, sino también porque no precisa la fecha en que se facturaron los servicios por los que se 
liquidó la tarifa objeto de impugnación en el proceso a quo ni en qué consistieron dichos servicios, 
lo que impide pronunciarse sobre la verdadera naturaleza de dicha tarifa al objeto de examinar si 
respeta la reserva de ley del art. 31.3 CE. El Fiscal General del Estado, por su parte, considera que 
sería  en todo caso Orden  Ministerial  de  30 de julio  de 1998 la  única que  habría  infringido  el 
principio de reserva de ley, al haberse excedido de la habilitación conferida por la norma legal de 
cobertura, esto es, el art. 70.2 de la Ley 27/1992. La objeción del Abogado del Estado y del Fiscal 
General del Estado no puede ser acogida.

A este respecto, hemos de insistir una vez más en que es a los Jueces y Tribunales ordinarios que 
plantean las cuestiones de inconstitucionalidad a quienes, en principio, corresponde comprobar y 
exteriorizar la existencia del llamado juicio de relevancia, de modo que el Tribunal Constitucional no 
puede invadir  ámbitos que, primera y principalmente, corresponden a aquéllos, adentrándose a 
sustituir o rectificar el criterio de los órganos judiciales proponentes, salvo en los supuestos en que 
de manera notoria,  sin  necesidad de examinar  el  fondo debatido y en aplicación de principios 
jurídicos básicos se desprenda que no existe nexo causal entre la validez de los preceptos legales 
cuestionados y la decisión a adoptar en el proceso a quo, ya que en tales casos sólo mediante la 
revisión del juicio de relevancia es posible garantizar el control concreto de constitucionalidad que 
corresponde  a  la  cuestión  de  inconstitucionalidad  y  evitar  que  los  órganos  judiciales  puedan 
transferir al Tribunal Constitucional la decisión de litigios que pueden ser resueltos sin acudir a las 
facultades que este  Tribunal  tiene para excluir  del  ordenamiento  las normas inconstitucionales 
[SSTC 189/1991, de 3 de octubre, FJ 2; 337/1994, de 23 de diciembre, FJ 4 a); 174/1998, de 23 de 
julio, FJ 1; 203/1998, de 15 de octubre, FJ 2; 67/2002, de 21 de marzo, FJ 2; 63/2003, de 27 de 
marzo, FJ 2; y 255/2004, de 22 de diciembre, FJ 2].

Sentado lo anterior, basta la mera lectura del Auto de planteamiento de la cuestión para constatar 
que  la  Sección  Octava  de  la  Sala  de  lo  Contencioso-Administrativo  de  la  Audiencia  Nacional 
considera que nuestro pronunciamiento sobre la constitucionalidad de los apartados 1 y 2 del art. 
70 de la Ley 27/1992, en la redacción dada por la Ley 62/1997, es preciso en la medida en que al 
amparo de los mismos se dictó la Orden Ministerial de 30 de julio de 1998, Orden que, a su juicio, 
es la que resulta aplicable a la tarifa que ha sido objeto de impugnación en el  proceso a quo 
-concretamente, la tarifa T-9- de modo que, de la validez de tales preceptos depende el fallo que se 
dicte  en relación con las liquidaciones practicadas por  la  Autoridad portuaria  de Santander en 
concepto de dicha tarifa en los ejercicios 1997 y 1998. Y esta es una conclusión que no puede 
calificarse como irrazonable, único supuesto en el que, como hemos se±alado, podríamos modificar 
el juicio elaborado por el órgano judicial.

Por  otro  lado,  no  es  cierto  que  el  órgano  judicial  no  haya  determinado  la  clase  de  servicios 
prestados  y  la  fecha  en  que  éstos  tuvieron  lugar,  dado  que,  tanto  conforme  a  la  Orden  del 
Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Medio Ambiente de 19 de abril de 1995 (modificada por 
la Orden Ministerial de 30 de enero de 1996), como a la Orden del Ministerio de Fomento de 30 de 
julio  de  1998  (normas  cuya  legalidad  cuestiona  la  parte  actora  en  el  proceso  contencioso-
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administrativo del que deriva la presente cuestión), la tarifa T-9 se devenga por "cualesquiera otros 
servicios portuarios prestados en régimen de gestión directa por la Autoridad Portuaria, no incluidos 
en las restantes reguladas en los artículos anteriores" ("Reglas particulares de aplicación" del anejo 
I y art. 76, respectivamente), y en el antecedente de hecho primero del Auto de planteamiento se 
especifica que las liquidaciones impugnadas se giraron por el servicio de "limpieza de muelles y 
depósitos",  "correspondientes  varias  de  ellas  al  a±o  1998".  Por  otro  lado,  de  los  Autos  se 
desprende claramente que las liquidaciones practicadas por la Autoridad Portuaria de Santander 
fueron un total de nueve, dos de ellas correspondientes al ejercicio 1997 y las siete restantes al 
ejercicio 1998, unas dictadas al amparo de la Orden Ministerial de 19 de abril de 1995 -que, en lo 
que se refiere a la tarifa T-9, no fue modificada por la Orden Ministerial de 30 de enero de 1996- y 
otras bajo la cobertura de la Orden Ministerial de 30 de julio de 1998.

3. Antes de proceder a analizar las dudas de constitucionalidad planteadas por el órgano judicial, 
deben efectuarse dos precisiones previas. La primera, que lacircunstancia de que los apartados 1 y 
2 del art. 70 de la Ley 27/1992 hayan sido derogados por la Ley 48/2003, de 26 de noviembre, de 
régimen económico y de prestación de servicios de los puertos de interés general (apartado 1 de su 

disposición derogatoria única), no determina que la presente cuestión de inconstitucionalidad haya 
perdido su objeto.

A este respecto debe recordarse que es doctrina reiterada de este Tribunal la de que no cabe dar 
una respuesta unívoca y general a la cuestión relativa a los efectos de la modificación, derogación 
o  pérdida  de  vigencia  de  una  disposición  legal  ulterior  a  su  impugnación  sobre  la  eventual 
desaparición del objeto de los diversos procesos constitucionales, debiendo distinguirse entre la 
cuestión  y  el  recurso  de  inconstitucionalidad  como  manifestaciones  procesales  distintas,  no 
pudiendo resolverse apriorísticamente el problema apuntado en función de 

criterios abstractos o genéricos (por ejemplo, SSTC 233/1999, de 12 de diciembre, FJ 3; y 16/2003, 
de  30  de  enero,  FJ  2).  Asimismo,  este  Tribunal  ha  se±alado  que  en  las  cuestiones  de 
inconstitucionalidad los efectos extintivos sobre el objeto del proceso como consecuencia de la 
derogación o modificación de la norma cuestionada vienen determinados por el hecho de que, tras 
esa derogación o modificación, resulte o no aplicable aquélla en el proceso a quo y de su validez 
dependa la decisión a adoptar en éste (SSTC 111/1983, de 2 de diciembre, FJ 2; y 125/2003, de 19 
de junio, FJ 2, entre otras).

A la luz de la citada jurisprudencia, hay que concluir que el presente proceso no ha perdido su 
objeto  dado  que  los  preceptos  cuestionados  resultan  aplicables  en  el  proceso  contencioso-
administrativo en cuyo seno se ha suscitado la cuestión de inconstitucionalidad.

La segunda precisión que debe hacerse es la de que recientemente este Tribunal ha declarado -en 
su STC 102/2005, de 20 de abril- la inconstitucionalidad y nulidad de los apartados 1 y 2 del art. 70 
de la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de puertos del Estado y de la marina mercante, en su 
redacción originaria, por contravenir el art. 31.3 CE, al aplicarse a prestaciones patrimoniales de 
carácter  público.  Ahora  bien,  dicha  declaración  de  inconstitucionalidad  se  circunscribe 
exclusivamente a la redacción que tenía el art. 70 de la citada norma legal antes de la modificación 
operada por la Ley 62/1997, de 26 de diciembre. Y es, precisamente, esta última redacción, la que 
constituye el objeto de este nuevo proceso constitucional, por ser ésta la que resulta aplicable en el 
proceso contencioso-administrativo que ha dado lugar al planteamiento de esta otra cuestión de 
inconstitucionalidad.

En suma, la declaración de inconstitucionalidad de la STC 102/2005, de 20 de abril, no hace perder 
el objeto del presente proceso constitucional, debiendo adoptar este Tribunal la correspondiente 
decisión sobre la nueva redacción dada al precepto legal cuestionado por la Ley 62/1997, de 26 de 
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diciembre.

4. Una vez descartada la existencia de óbices de procedibilidad y constatada la plena subsistencia 
del  objeto  del  proceso,  y  antes  de  resolver  las  cuestiones  que  se  plantean  en  el  mismo,  es 
conveniente relatar brevemente el marco normativo aplicable a las tarifas exigidas,  tanto por la 
prestación de servicios públicos en los puertos, como por el uso u ocupación del dominio público 
portuario. En este sentido, la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de puertos del Estado y de la 
marina mercante, en su redacción originaria, distinguía entre los "cánones" por la ocupación o el 
aprovechamiento del dominio público portuario en virtud de una concesión o de una autorización 
(art. 69.1), a los cuales -como consecuencia de las previsiones de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de 
tasas y precios públicos- atribuía la condición de "precios públicos" (art. 69.3), y las "tarifas por 
servicios portuarios", que tienen la naturaleza de "precios privados" (art. 70.1) y se fijarán por la 
Autoridad portuaria correspondiente (art. 70.1) dentro de los límites mínimos y máximos fijados por 
el Ministerio de Obras Públicas y Transportes (art. 70.2).

Fruto de esta  norma legal  y de la  habilitación recogida en su art.  70.2,  se dictó  la  Orden del 
Ministerio de Obras Públicas y Transportes de 13 de abril de 1993 sobre aplicación de las tarifas 
por servicios prestados por las autoridades portuarias, que pasa a unificar todas las tarifas bajo la 
letra "T" (es decir, las antiguas tarifas "G" por servicios generales y "E" por servicios específicos), 
distinguiendo  nueve  clases  diferentes,  la  primera  de  las  cuales  se  incorpora  como  novedad: 
se±alización marítima (tarifa T-0), entrada y estancia de barcos (tarifa T-1), atraque (tarifa T-2), 
mercancías y pasajeros (tarifa T-3), pesca fresca (tarifa T-4), embarcaciones deportivas y de recreo 
(tarifa T-5),  grúas de pórtico (tarifa T-6),  almacenaje, locales y edificios (tarifa T-7),  suministros 
(tarifa T-8) y servicios diversos (tarifa T-9). Esta Orden Ministerial sería luego sustituida por la del 
Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Medio Ambiente de 17 de enero de 1994, modificada a 
su vez por la de 24 de marzo de 1994. Posteriormente se dictaría la de 19 de abril  de 1995-
aplicada  a  algunas  de  las  liquidaciones  impugnadas  en  el  proceso  a  quo-,  que  alteraría 
nuevamente la clasificación de las tarifas [que ahora pasan a denominarse: se±alización marítima 
(tarifa T-0), buques (tarifa T-1), pasaje (tarifa T-2), mercancías (tarifa T-3), pesca fresca (tarifa T-4), 
embarcaciones deportivas y de recreo (tarifa T-5), grúas de pórtico (tarifa T-6), almacenaje (tarifa T-
7), suministros (tarifa T-8) y servicios diversos (tarifa T-9)], que sería modificada por la de 30 de 
enero de 1996, que daba nuevo contenido a algunas de ellas.

La anterior Ley 27/1992 sería objeto de dos modificaciones sustanciales. De un lado, por la Ley 
62/1997, de 26 de diciembre (y por la Ley 25/1998, de 13 de julio, de modificación del régimen legal 
de las tasas estatales y locales y de reordenación de las prestaciones patrimoniales de carácter 
público), que procuró dotar a los cánones por aprovechamiento u ocupación del dominio público 
portuario de la precisa cobertura legal conforme exige la STC 185/1995, de 5 de diciembre, y a 
cuyo amparo se dictó la Orden del Ministerio de Fomento de 30 de julio de 1998 -aplicada a las 
restantes liquidaciones impugnadas en el proceso judicial-, complementada por otra también de 
fecha de 30 de julio de 1998, corregida por la de 4 de diciembre de 1998 y, finalmente, modificada 
por la Orden de 22 de diciembre de 2000.

De otro  lado,  en segundo lugar,  la  Ley  27/1992  fue reformada por  la  Ley 48/2003,  de 26 de 
noviembre, de régimen económico y de prestación de servicios de los puertos de interés general, 
cuya exposición de motivos afirma adaptar el sistema tarifario en su conjunto a la citada doctrina 
constitucional "dentro del debido respeto al principio de reserva de ley". A tal fin, se configura a la 
Autoridad  portuaria  como  proveedora  de  la  infraestructura  del  dominio  público  y  de  servicios 
portuarios  "básicos".  Para  su  financiación,  las  antiguas  tarifas  de  servicios  que  implicaban  la 
utilización  del  dominio  público  se  convierten  en  verdaderas  tasas  por  utilización  especial  de 
instalaciones portuarias desapareciendo en ellas la actividad prestacional. La misma calificación 
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reciben las contraprestaciones exigidas por los servicios ligados al ejercicio de funciones públicas, 
como obligatorios en la medida en que no se presta en concurrencia con el sector privado. El resto 
de los servicios prestados por las Autoridades portuarias que no están monopolizados ni de hecho 
ni de derecho por coexistir con la iniciativa privada, seguirán manteniendo la calificación de "precios 
privados".

5.  Entrando ya en el  fondo del  asunto,  en la medida en que el  órgano judicial  que plantea la 
presente cues-tión considera que los apartados 1 y 2 del art. 70 de la Ley 27/1992 vulneran el 
principio de reserva de ley porque califican como "precios privados" y permiten que se cuantifiquen 
por Orden Ministerial lo que constituyen verdaderas "prestaciones de carácter público", debemos 
exponer ante todo algunos aspectos de la citada reserva que establece el art.  133 CE para el 
estricto ámbito  de los tributos y  el  citado art.  31.3 CE para las "prestaciones patrimoniales de 
carácter público" que, como hemos se±alado en reiteradas ocasiones, constituyen una categoría 
jurídica  más amplia  en la  que se integran los tributos y  que no puede identificarse con el  de 
prestación  "de  Derecho  público",  dado  que  el  "sometimiento  de  la  relación  obligacional  a  un 
régimen jurídico de Derecho público no es suficiente por sí sólo para considerar que la prestación 
patrimonial así regulada sea una prestación de carácter público en el sentido del art. 31.3 CE" 
[SSTC 185/1995, de 5 de diciembre, FJ 3 a), in fine; y 182/1997, de 28 de octubre, FJ 15].

A este respecto, debe recordarse que, conforme a constante doctrina de este Tribunal, la reserva 
de ley en materia tributaria exige que la creación ex novo de un tributo y la determinación de los 
elementos esenciales o configuradores del mismo debe llevarse a cabo mediante ley (por todas, 
SSTC 6/1983, de 4 de febrero, FJ 5; y 150/2003, de 15 de junio, FJ 3). También hemos advertido 
que se trata de una reserva relativa en la que, aunque los criterios o principios que han de regir la 
materia deben contenerse en una ley, resulta admisible la colaboración del reglamento, siempre 
que sea indispensable por motivos técnicos o para optimizar el cumplimiento de las finalidades 
propuestas por la Constitución o por la propia Ley y siempre que la colaboración se produzca en 
términos de subordinación, desarrollo y complementariedad (entre otras, SSTC 185/1995, de 5 de 
diciembre, FJ 5; y 150/2003, de 15 de junio, FJ 3, por ejemplo).

Interesa especialmente resaltar que el alcance de la colaboración del reglamento "estará en función 
de  la  diversa  naturaleza  de  las  figuras  jurídico-tributarias  y  de  los  distintos  elementos  de  las 
mismas" (SSTC 185/1995, de 5 de diciembre, FJ 5; y 150/2003, de 15 de julio, FJ 3). En este 
sentido, hemos puesto de manifiesto "el diferente alcance de la reserva legal, según se esté ante la 
creación y ordenación de impuestos o de otras figuras tributarias" (STC 19/1987, de 17 de febrero, 
FJ 4); y, en la misma línea hemos subrayado la especial flexibilidad de la reserva de ley tributaria 
cuando se trata de las tasas (STC 37/1981, de 16 de noviembre, FJ 4); también hemos insistido 
sobre  este  particular  al  precisar  que  la  colaboración  del  reglamento  con  la  ley  puede  ser 
especialmente intensa en el supuesto de las contraprestaciones que, como las tasas, son fruto de 
la prestación de un servicio o actividad administrativa (STC 185/1995, de 5 de diciembre, FJ 5); y, 
en fin, en nuestros últimos pronunciamientos hemos venimos afirmando que resulta admisible una 
mayor intervención del reglamento en aquellos ingresos "en los que se evidencia, de modo directo 
e  inmediato,  un carácter  sinalagmático que no se aprecia  en otras figuras impositivas"  (SSTC 
132/2001, de 8 de junio, FJ 5; y 63/2003, de 27 de marzo, FJ 4).

Establecido lo anterior, hay que aclarar, no obstante, que "la mayor flexibilidad de la reserva de ley 
tributaria respecto de las tasas -y, en general, respecto de todas las prestaciones patrimoniales de 
carácter público a que se refiere el art. 31.3 CE- no opera de la misma manera en relación con 
cada uno de los elementos esenciales del tributo" (SSTC 233/1999, de 16 de diciembre, FJ 9; y 
150/2003, de 15 de julio, FJ 3). En esta misma línea hemos se±alado que "la reserva de ley en 
materia tributaria no afecta por igual a todos los elementos integrantes del tributo", sino que "[e]l 
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grado de concreción exigible a la ley es máximo cuando regula el hecho imponible" y es menor 
"cuando se trata de regular otros elementos", como el tipo de gravamen y la base imponible (STC 
221/1992,  de 11 de diciembre,  FJ  7).  E,  igualmente,  hemos sostenido  que en el  caso  de las 
prestaciones patrimoniales de carácter público que se satisfacen por la prestación de un servicio o 
actividad administrativa, la colaboración del reglamento "puede ser especialmente intensa en la 
fijación y modificación de las cuantías -estrechamente relacionadas con los costes concretos de los 
diversos  servicios  y  actividades-  y  de  otros  elementos  de  la  prestación  dependientes  de  las 
específicas circunstancias de los distintos tipos de servicios y actividades. En cambio, esta especial 
intensidad no puede predicarse de la creación ex novo de dichas prestaciones ya que en este 
ámbito la posibilidad de intervención reglamentaria resulta sumamente reducida, puesto que sólo el 
legislador  posee la  facultad de determinar  libremente cuáles son los hechos imponibles y  qué 
figuras jurídico-tributarias prefiere aplicar en cada caso" (STC 185/1995, de 5 de diciembre, FJ 5).

6.  Sobre esta  base,  y  dado que la  reserva  de ley de los arts.  133.1  y  31.3  CE se establece 
únicamente para los tributos y  las "prestaciones patrimoniales de carácter  público",  es preciso 
determinar, con independencia del nomen iuris empleado por el legislador, cuál es la verdadera 
naturaleza de las tarifas portuarias para comprobar si le es aplicable la citada reserva. Y a tal fin 
resulta necesario concretar antes que nada cuáles son los presupuestos de hecho que, conforme a 
la Ley 27/1992, en la redacción dada por la Ley 62/1997, legitiman su cobro. A este respecto, debe 
subrayarse en primer lugar que, conforme al art. 70.1 de esta norma legal, todo "servicio" prestado 
por  las  Autoridades  portuarias  devengará  el  pago  de  la  correspondiente  tarifa.  Ahora  bien, 
conforme al art. 66 de la Ley 27/1992 -que no ha sido objeto de modificación por la Ley 62/1997- 
entre los "servicios" que habilitan a la Autoridad portuaria al cobro de la correspondiente tarifa, 
deben distinguirse dos grupos. De un lado, aquellos a los que hacen referencia los apartados 1 y 3 
del art. 66, a saber, en general, todas "las actividades de prestación que tiendan a la consecución 
de los fines que a las Autoridades Portuarias se asignan por la presente Ley y se desarrollan en su 
ámbito territorial" y, en todo caso, las enumeradas en el mismo, entre otras, la "disponibilidad de las 

zonas de fondeo y la asignación de puestos de fondeo", el "amarre y desamarre de los buques, 
atraque y, en general, los que afecten al movimiento de las embarcaciones", el "accionamiento de 
esclusas",  la  "puesta  a  disposición  de  espacios,  almacenes,  edificios  e  instalaciones  para  la 
manipulación  y  almacenamiento  de  mercancías  y  vehículos  y  para  el  tránsito  de  éstos  y  de 
pasajeros en el puerto", la "puesta a disposición de medios mecánicos, terrestres o flotantes para la 
manipulación de mercancías en el puerto", el "suministro a los buques de agua y energía eléctrica y 
de hielo a los pesqueros", la "recogida de basuras y la recepción de residuos sólidos y líquidos 
contaminantes" y los "servicios contra incendios, de vigilancia, seguridad, policía y protección civil 
portuarios" (apartado 1); así como, "el servicio de se±alización marítima" (apartado 3). De otro lado, 
las actividades relacionadas en el apartado 2 de ese mismo art. 66, esto es, las "labores de carga, 
descarga, estiba, desestiba y transbordo de mercancías objeto de tráfico marítimo en los buques y 
dentro de la zona portuaria".

La distinción que acabamos de hacer es necesaria porque, como se±ala el Fiscal  General del 
Estado, mientras que a los llamados "servicios" portuarios establecidos en los apartados 1 y 3 de 
aquel art. 66 les resulta de aplicación el régimen normativo recogido en el art. 70, los servicios 
enumerados en el apartado 2 de ese mismo art. 66 "se regularán y ejercerán de acuerdo con su 
normativa específica", que no es otra que el Real Decreto-ley 2/1986, de 23 de mayo, sobre el 
servicio público de estiba y desestiba de buques, norma que, conforme se±ala su art. 2, regula las 
"labores  de  carga,  descarga,  estiba,  desestiba  y  trasbordo  de  mercancías",  y  establece 
específicamente el régimen de las tarifas exigibles por dichas actividades portuarias en su art. 6.

Hechas estas precisiones, es patente, en segundo lugar, que los "servicios diversos" regulados por 
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las Órdenes de 19 de abril de 1995 y de 30 de julio de 1998 por las que se establece el régimen de 
las tarifas por servicios portuarios prestados por las autoridades portuarias, aplicables al proceso 
judicial que ha dado lugar a la presente cuestión de inconstitucionalidad, y, en particular, el servicio 
de "limpieza de muelles y depósito" que se prestó a la parte actora en dicho proceso, son de los 
previstos con carácter general en el apartado 1 del art. 66 de la Ley 27/1992, razón por la cual les 
resultan aplicables los apartados 1 y 2 del art. 70 de la misma norma legal, aquí cuestionados. Así 
se deduce de la citada Orden Ministerial de 19 de abril  de 1995, que, conforme a su apartado 
primero, se dicta en "virtud de lo establecido en el artícu-lo 70 de la Ley 27/1992", así como de la 
Orden Ministerial  de 30 de julio  de 1998,  cuya exposición de motivos se±ala  que "se dicta  al 
amparo de lo establecido por el artículo 70.1 de la Ley 27/1992, modificado por la Ley 62/1997, y 
viene así a ejecutar el mandato dirigido al Ministro de Fomento para que defina los supuestos y 
estructura a aplicar por los servicios prestados para el conjunto portuario, así como sus elementos 
esenciales", servicios entre los que se encuentran los "servicios diversos", esto es, "cualesquiera 
otros servicios portuarios prestados en régimen de gestión directa por la Autoridad Portuaria, no 
incluidos en las restantes tarifas reguladas en los artículos anteriores", que dan lugar al pago de la 
llamada tarifa T-9 (art. 76).

En definitiva, en la medida en que los "servicios diversos" a que hacen referencia en general las 
Órdenes Ministeriales de 19 de abril de 1995 y de 30 de julio de 1998 -y el servicio de "limpieza de 
muelles  y  depósito"  exigido  en  particular  por  la  Autoridad  Portuaria  de  Santander-  pueden 
integrarse entre "las actividades de prestación" que tienden a la consecución de los fines que a las 

Autoridades portuarias se asignan por la Ley 27/1992 (art. 66.1), debe concluirse que la aplicación 
a las tarifas exigidas por dichos servicios de las previsiones del art. 70.1 y 2 de la citada Ley no 
resulta dudosa.

7. Una vez identificado el presupuesto de hecho que justifica el abono de la tarifa T-9 reclamada a 
la parte actora en el proceso a quo al amparo de las Órdenes Ministeriales de 19 de abril de 1995 y 
de 30 de julio de 1998, y alcanzada la conclusión de que la norma que les da cobertura es el art. 70 
de la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de puertos del Estado y de la marina mercante, en la 
redacción dada por la Ley 62/1997 (como, por lo demás, aceptan el Abogado del Estado y el Fiscal 
General del Estado), debemos concretar si las tarifas citadas tienen la naturaleza de prestaciones 
patrimoniales de carácter  público conforme a la doctrina de este Tribunal.  A este respecto,  es 
preciso comenzar recordando que, conforme a nuestra jurisprudencia [SSTC 185/1995, de 5 de 
diciembre, FJ 3 b); y 233/1999, de 16 de diciembre, FJ 16], constituyen prestaciones patrimoniales 
de  carácter  público  los  pagos  exigibles  en  dos  supuestos  concretos.  En  primer  lugar,  por  la 
prestación  de  servicios  o  la  realización  de  actividades  en  las  que  concurra  cualquiera  de  las 
circunstancias siguientes: que sean de solicitud o recepción obligatoria; que sean realizadas por el 
poder público en monopolio de hecho o de derecho; o que sean "objetivamente indispensable para 
poder satisfacer las necesidades básicas de la vida personal o social de los particulares de acuerdo 
con las circunstancias sociales de cada momento y lugar. Y, en segundo lugar, por la utilización 
privativa o el aprovechamiento especial del dominio público.

Pues bien, a la luz de esta jurisprudencia, puede afirmarse que la tarifa exigida por el Puerto de 
Santander,  al  amparo del  art.  70 de la Ley 27/1992, por el  servicio  de "limpieza de muelles y 
depósito" constituye una verdadera prestación patrimonial de carácter público sujeta al art. 31.3 
CE, dado que, frente a lo que mantienen el Abogado del Estado y el Fiscal General del Estado, 
dicha  tarifa  se  exige  por  un  servicio  que  -al  margen  de  que,  como  se±ala  el  órgano  judicial 
proponente de la cuestión, pueda calificarse como "objetivamente indispensable"- no sólo es de 
recepción  obligatoria  por  los  particulares,  sino  también,  se  presta  de  forma  directa  por  la 
Administración portuaria en régimen de monopolio.
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En efecto, como venimos se±alando, la tarifa T-9 se exige por cualquier servicio no incluido en las 
restantes tarifas reguladas por las Órdenes Ministeriales de 19 de abril de 1995 y de 30 de julio de 
1998, siempre que sea prestado por la Autoridad portuaria "en régimen de gestión directa". Y, en 
virtud de dichas normas, se giró a la parte actora en el proceso a quo varias liquidaciones en 
concepto de tarifa T-9 por la "limpieza de muelles y depósito", esto es, por el servicio de limpieza 
en los muelles -bienes o instalaciones pertenecientes al dominio público- tras las operaciones de 
carga y descarga del buque y depósito de las mercancías, con el fin de evitar la contaminación de 
la  mercancía  de  la  próxima  escala  (Acuerdo  del  Consejo  de  Administración  de  la  Autoridad 
Portuaria de Santander de 27 de noviembre de 2002). Pues bien, el citado servicio de limpieza 
constituye claramente un servicio de recepción obligatoria por los particulares, hasta el punto de 
que, conforme a la Orden Ministerial de 10 de enero de 1977, que aprueba el Reglamento de 
servicios,  policía y régimen del Puerto de Santander, la Dirección del puerto puede disponer la 
realización de dicha limpieza con cargo a la persona o entidad que ha ocupado el muelle con las 
mercancías, "sin perjuicio de seguir cobrando las tarifas de ocupación de superficie hasta que esté 
limpia, y de las sanciones que procedan" (art. 43); sanciones que, de acuerdo con la misma Orden 
(art. 77), se imponen por la "falta de limpieza de las zonas de depósito al levantar las mercancías o 
cualquier hecho que afecte a la limpieza de los citados bienes". Además, se trata de un servicio 
que no sólo se encuentra monopolizado por la Administración -esto es, que sólo puede prestar la 
Autoridad  portuaria-,  sino  que  además,  como  hemos  se±alado,  de  acuerdo  con  las  Órdenes 
Ministeriales antes citadas, sólo podía ser prestado por dicha Autoridad en "régimen de gestión 
directa".

En consecuencia,  si  el  servicio  de limpieza  de  muelles  es de recepción obligatoria  y  se  halla 
monopolizado por la Autoridad portuaria, debe concluirse que las tarifas impugnadas en el proceso 
contencioso-administrativo del que deriva la presente cuestión de inconstitucionalidad por el citado 
servicio portuario constituyen prestaciones de carácter público en el sentido del art. 31.3 CE, que, 
en cuanto  tales,  quedan sometidas a  la  reserva  de ley [STC 185/1995,  FJ 4 a);  en el  mismo 
sentido, STC 233/1999, FJ 16].

Pero aún podemos precisar más: si, conforme a la doctrina de este Tribunal, los "tributos, desde la 
perspectiva constitucional, son prestaciones patrimoniales coactivas que se satisfacen, directa o 
indirectamente, a los entes públicos con la finalidad de contribuir al sostenimiento de los gastos 
públicos"  (STC  182/1997,  FJ  15),  no  cabe  la  menor  duda  de  que,  con  independencia  de  la 
calificación formal que les otorga la Ley 27/1992 (STC 233/1999, FJ 18), la tarifa impugnada en el 
proceso a quo por el  servicio  de limpieza de muelles constituye una prestación patrimonial  de 
carácter público de naturaleza tributaria.

8. Una vez que hemos llegado a la conclusión de que la tarifa portuariaimpugnada en el proceso a 
quo constituye una prestación patrimonial de carácter público, debe concluirse necesariamente que 
la regulación que se establece en los apartados 1 y 2 del art. 70 de la Ley 27/1992, redactados por 
la Ley 62/1997, no respeta la reserva de ley que, para las prestaciones de carácter público en 
general  y  los  tributos  en  particular,  establecen,  respectivamente,  los  arts.  31.3  y  133.1  de  la 
Constitución espa±ola. En efecto, como hemos recordado más arriba, conforme viene se±alando 
este  Tribunal,  la  reserva  de ley  establecida en dichos  preceptos  constitucionales  exige  que  la 
creación ex novo del tributo y la determinación de los elementos esenciales o configuradores del 
mismo debe llevarse a cabo mediante Ley. Y, como puede apreciarse, el párrafo 2 del art. 70.

1 cuestionado relega a una Orden Ministerial la definición de "los supuestos y la estructura tarifaria 
a aplicar por los servicios prestados para el conjunto del sistema portuario, así como sus elementos 
esenciales".
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Esta es una previsión de la norma que subraya la exposición de motivos de la Orden del Ministerio 
de Fomento de 30 de julio de 1998, al amparo de la cual se dictaron algunas de las liquidaciones 
impugnadas en el  proceso a quo,  al  se±alar  que la  Ley 27/1992 "no establece con detalle  la 
regulación aplicable a estos ingresos ni los supuestos en que procede su percepción, sino que 
autoriza al Ministro de Fomento para definir los supuestos y la estructura tarifaria a aplicar por los 
servicios prestados para el conjunto del sistema portuario, así como sus elementos esenciales (art. 
70.1)". En efecto, la Ley 27/1992, en primer lugar, aunque enumere -sin demasiada precisión- en 
su art. 66 algunos de los servicios portuarios, no define en su art. 70 el presupuesto de hecho o 
hecho imponible de las tarifas portuarias, sino que atribuye al Ministro de Fomento la fijación de los 
"supuestos"  concretos  en  que  procede  la  percepción  de  las  mismas.  Esta  omisión  es 
especialmente grave porque, como hemos recordado más atrás, conforme viene se±alando este 
Tribunal,  aunque  la  reserva  de  ley  de  los  arts.  31.3  y  133.1  CE  es  relativa,  tal  flexibilidad 
-especialmente predicable de las prestaciones que, como las que ahora enjuiciamos, responden al 
esquema del sinalagma- no opera de la misma manera en relación con cada uno de los elementos 
esenciales del tributo, de manera que, mientras que en la determinación de los elementos que 
cuantifican  la  prestación  cabe  mayor  participación  de  normas  infraordenadas,  el  "grado  de 
concreción exigible a la ley es máximo cuando regula el hecho imponible" (STC 221/1992, FJ 7), 
"puesto que sólo el legislador posee la facultad de determinar libremente cuáles son los hechos 
imponibles y qué figuras jurídico-tributarias prefiere aplicar en cada caso" (STC 185/1995, FJ 5).

La constatación de esta verdadera dejación a normas reglamentarias de la fijación de los supuestos 
concretos en los que pueden exigirse las tarifas portuarias bastaría para declarar el párrafo 2 del 
artículo 70.1 de la Ley 27/1992, en su redacción dada por la Ley 62/1997, incompatible con la 
reserva de ley que para las prestaciones impuestas y los tributos establece nuestra Constitución. 
Pero, además, el juicio que merece la Ley cuestionada desde la perspectiva de los arts. 31.3 y 
133.1 CE es igualmente negativo si se analiza la regulación que de los elementos que cuantifican 
las tarifas portuarias establecen tanto el apartado 1 como el apartado 2 de la citada Ley 27/1992.

A este respecto, debemos se±alar antes de nada que, conforme a la doctrina de este Tribunal, el 
hecho de que el art. 70.2 otorgue a las Autoridades portuarias la competencia para "aprobar" sus 
tarifas -esto es, según se deduce del precepto, fijar la cuantía de las mismas- no vulnera por sí 
mismo el principio de reserva de ley. Así es, como dijimos en la STC 185/1995, en relación con el 
art. 26.1 de la Ley de tasas y precios públicos [que atribuía la competencia para fijar o modificar la 
cuantía de los precios públicos mediante Orden al "Departamento Ministerial del que dependa el 
Órgano o Ente que ha de percibirlos" -apartado a)- o directamente a "los Organismos Autónomos 
de carácter comercial, industrial o financiero, previa autorización del Ministerio de que dependan" 
-apartado b)], aunque es cierto que la cuantía "constituye un elemento esencial de toda prestación 
patrimonial con lo que su fijación y modificación debe ser regulada por ley", ello no significa, sin 
embargo, "que siempre y en todo caso la ley deba precisar de forma directa e inmediata todos los 
elementos determinantes de la cuantía; la reserva establecida en el art. 31.3 CE no excluye la 
posibilidad de que la ley pueda contener remisiones a normas infraordenadas, siempre que tales 
remisiones no provoquen, por su indeterminación, una degradación de la reserva formulada por la 
Constitución en favor del legislador (STC 19/1987)" [FJ 6 c); en el mismo sentido, STC 233/1999, 
FJ 19].

Ningún obstáculo constitucional existe, pues, para que el cuestionado art. 70.2 se remita a una 
Orden Ministerial para la fijación de la cuantía de las tarifas por servicios portuarios.

9. Planteada así la cuestión, habrá que examinar la regulación que se contiene en la Ley 27/1992 
para comprobar si establece los criterios idóneos para circunscribir la decisión de los órganos que 
han de fijar el quantum de dichas tarifas, desterrando una actuación libre, no sometida a límites. Y, 
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a este respecto, adelantando las conclusiones que a continuación expondremos, podemos afirmar 
ya que ni el art. 70, apartados 1 y 2, ni ningún otro precepto de la Ley 27/1992, en la redacción 
dada por la Ley 62/1997, contiene, tal y como exigen los arts. 31.3 y 133.1 CE, los criterios idóneos 
para cuantificar las prestaciones tributarias que establecen de forma que garanticen una decisión 
suficientemente predeterminada.

En efecto,  como hemos se±alado,  el  párrafo 2  del  apartado 1 del  tantas veces citado art.  70 
atribuye al Ministro de Fomento la definición de todos los "elementos esenciales" de las tarifas 
portuarias -incluida la impugnada tarifa T-9-, elementos entre los que, obviamente, se encuentra la 
cuantía de la prestación de carácter público tributaria, estableciendo como único criterio para su 
fijación la exigencia de que "deberán garantizar  el objetivo  de autofinanciación, evitar prácticas 
abusivas  en  relación  con  los  tráficos  cautivos,  así  como  actuaciones  discriminatorias  y  otras 
análogas". Y el apartado 2 de dicho precepto se limita a se±alar que las tarifas mencionadas se 
aprobarán  por  las  Autoridades  portuarias  "conforme  a  los  criterios  de  rentabilidad  que  se 
establezcan, que en cualquier caso será positiva y a las estrategias comerciales de cada Autoridad 
Portuaria",  debiendo  actualizarse  "con  periodicidad  anual,  de  acuerdo  con  la  evolución  de  los 
diferentes componentes del coste de los servicios y con los criterios de política portuaria que se 
establezcan". Pues bien, como puede constatarse, la norma cuestionada no establece ningún límite 
máximo -implícito o explícito- a la cuantía de las tarifas por servicios portuarios, sino que deja a la 
entera  libertad del  citado Ministro  la  fijación de lo  que,  como venimos diciendo,  constituye sin 
ninguna duda uno de los elementos esenciales del recurso financiero enjuiciado: la cuantía de la 
prestación.  Y ya  hemos advertido que  tales  tarifas  son  prestaciones patrimoniales  de  carácter 
público. Aún más, hemos concluido que, en tanto que prestaciones coactivas que se satisfacen a 
los entes públicos con la finalidad de sostener los gastos públicos, constituyen tributos que, como 
tales, están sometidos a la reserva de ley que establecen los arts. 31.3 y 133.1 CE.Ciertamente, 
como antes recordábamos y enfatiza el Abogado del Estado, la reserva de ley tributaria es relativa, 
y  en  las  contraprestaciones  en  las  que,  como  aquí  sucede,  se  evidencia  de  modo  directo  e 
inmediato  un carácter  sinalagmático,  la  colaboración del  reglamento "puede ser  especialmente 
intensa en la fijación y modificación de las cuantías" [SSTC 185/1995, FJ 5; y 233/1999, FJ 19 c)]. 
Y hay que reconocer, asimismo, que la finalidad perseguida por el legislador con el art. 70.2 de la 
Ley 27/1992, en la redacción dada por la Ley 62/1997, es constitucionalmente legítima: basta, en 
efecto, la lectura de la exposición de motivos de la Orden Ministerial de 30 de julio de 1998 para 
llegar  a  la  conclusión  de  que  la  citadas  normas  pretenden  "garantizar  el  objetivo  de 
autofinanciación,  evitar  prácticas  abusivas  en  relación  con  los  tráficos  cautivos,  así  como 
actuaciones discriminatorias y otras análogas".  Pero ni  la  especial  flexibilidad de la reserva en 
estos casos ni  la  plena sintonía  del  objetivo  perseguido por la  ley con la  Constitución pueden 
desvirtuar, sin embargo, el juicio negativo que ahora ha de merecer, desde la defensa de la reserva 
de ley constitucionalmente garantizada, la técnica de remisión empleada por el legislador.

Y es así porque, como dijimos en la STC 19/1987, de 17 de febrero (que declaró inconstitucional el 
art. 13.1 de la Ley 24/1983 porque facultaba a los Ayuntamientos para fijar libremente los tipos de 
gravamen de la contribución territorial urbana y de la rústica y pecuaria), los arts. 31.3 y 133.1 CE 
no  permiten  "un  pleno  desapoderamiento  del  legislador"  en  favor  de  órganos  distintos  de  los 
parlamentarios para "la determinación de un elemento esencial en la definición de los tributos", no 
consienten "habilitaciones indeterminadas para la configuración de los elementos esenciales de los 
tributos" (FJ 5). Por este motivo, ya en la STC 37/1981, de 16 de noviembre este Tribunal declaró 
contrarios a la reserva de ley contenida en los arts. 31.3 y 133.2 CE los preceptos de la Ley del 
Parlamento Vasco 3/1981 que establecían un "canon" por la prestación de un servicio, al limitarse a 
"hacer  una  remisión  en  blanco  al  correspondiente  Reglamento",  a  "otorgar  una  habilitación  al 
Gobierno  Vasco"  para  que  éste  determinara  sus  elementos  esenciales,  entre  ellos,  el 
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establecimiento de su importe (FJ 4). Asimismo, también por la vulneración de la citada reserva de 
ley, la STC 179/1985, de 19 de diciembre, declaró inconstitucionales los artículos de la Ley 24/1983 
que  creaban  un  recargo  sobre  un  impuesto  estatal  (arts.  8.1  y  9.1),  porque,  aunque  dichos 
preceptos establecían la base sobre la que el citado recargo había de aplicarse, respecto del tipo 
se limitaban a se±alar que debía consistir  "en un porcentaje único", con lo que debían ser los 
Ayuntamientos los que habían "de fijar por sí dicho porcentaje con total y absoluta discrecionalidad 
y sin estar condicionados por límite legal alguno, dado que los preceptos indicados no establecen 
ningún  criterio  al  que  aquéllos  se hayan de ajustar,  ni  tampoco  siquiera  los límites  máximo y 
mínimo entre los que deba quedar comprendido tal porcentaje" (FJ 3). Y, en fin, la STC 63/2003, de 
27 de marzo, declaró contrarios a los arts. 31.3 y 133.1 CE el art. 9 y la disposición transitoria de la 
Ley 18/1985, de 1 de julio, que modifica la Ley 1/1966, de 28 de enero, sobre régimen financiero de 
los  puertos,  al  no  establecer  "ningún  límite  máximo  -implícito  o  explícito-  a  la  cuantía  de  los 
cánones  por  concesiones  y  autorizaciones  administrativas,  pues  no  pasan  de  se±alar  que  tal 
cuantía se fijará y actualizará con sujeción a la 'política económico-financiera y de tarifas portuarias 
determinadas por el Gobierno' y a la 'normativa general y objetivos anuales' que se establezcan por 
un Ministerio, de manera que se deja a la entera libertad de los citados órganos la fijación de lo 
que, como venimos diciendo, constituye sin ninguna duda uno de los elementos esenciales del 
recurso financiero enjuiciado: el quantum de la prestación" (FJ 7).

En definitiva, como se±alamos en la citada STC 63/2003, de 27 de marzo, la determinación en la 
ley de un límite máximo de la prestación de carácter público,  o de los criterios para fijarlo,  es 
absolutamente necesaria para respetar el principio de reserva de ley; lo que no aparece en los 
preceptos cuestionados, que dejan un amplísimo margen de libertad al Ministro de Fomento y a las 
Autoridades portuarias para fijar la cuantía de las tarifas por los servicios portuarios, estableciendo 
una habilitación tan indeterminada que desborda los límites que para la colaboración reglamentaria 
derivan de las exigencias de la reserva de ley establecida en los arts. 31.3 y 133.1 CE.

10. Procede, en consecuencia, declarar inconstitucional el párrafo segundo del apartado 1, y el 
apartado 2, ambos del art. 70 de la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de puertos del Estado y de la 
marina mercante, en la redacción dada por la Ley 62/1997, de 26 de diciembre, sólo en la medida 
en que se aplican a prestaciones patrimoniales de carácter público.

Esta declaración de inconstitucionalidad debe extenderse también al párrafo primero del apartado 1 
del  mismo precepto legal,  en tanto  que califica  como "precios privados"  los que,  como hemos 
se±alado, constituyen verdaderas "prestaciones patrimoniales de carácter público" a las que hace 
referencia el art. 31.3 CE.

En la STC 185/1995, de 14 de diciembre, se±alamos que en "uso de su libertad de configuración, el 
legislador puede crear las categorías jurídicas que considere adecuadas. Podrá discutirse en otros 
foros la corrección científica de las mismas, así como su oportunidad desde la perspectiva de la 
política legislativa; sin embargo, en un proceso de inconstitucionalidad como el presente sólo puede 

analizarse  si  la  concreta  regulación  positiva  que  se  establece  de  esas  categorías  respeta  los 
preceptos constitucionales que les sean aplicables" [FJ 6 a)]. Sin embargo, en el presente caso, y a 
diferencia  del  supuesto  analizado  en  la  Sentencia  citada,  en  el  que  se  examinaba  la 
constitucionalidad de una nueva categoría jurídica creada por la Ley 8/1989, de 13 de abril,  de 
tasas y precios públicos -los precios públicos-,  el  legislador  no crea ninguna categoría  jurídica 
nueva,  sino que se limita a calificar  a las contraprestaciones devengadas por la prestación de 
servicios  portuarios  como  "precios  privados",  una  categoría  preexistente  que  predetermina  el 
régimen jurídico que es de aplicación a dichas contraprestaciones, excluyendo las exigencias que 
derivan  del  principio  de  reserva  de  ley  establecido  por  la  Constitución  para  las  prestaciones 
patrimoniales de carácter público (arts. 31.3 y 133.1 CE).
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En definitiva, procede igualmente declarar inconstitucional el párrafo primero del apartado 1 del art. 
70 de la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de puertos del Estado y de la marina mercante, en la 
medida en que califica como "precios privados" a contraprestaciones por servicios portuarios que 
constituyen prestaciones patrimoniales de carácter público.

Fallo:

En atención a  todo lo  expuesto,  el  Tribunal  Constitucional,  por  la  autoridad que le  confiere  la 
Constitución de la Nación Espa±ola,

Ha decidido

Estimar  la  cuestión  de  inconstitucionalidad  núm.  1418-2003  y,  en  su  virtud,  declarar 
inconstitucionales y nulos los apartados 1 y 2 del art. 70 de la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de 
puertos del Estado y de la marina mercante, en la redacción dada por la Ley 62/1997, de 26 de 
diciembre, en los términos establecidos en el fundamento jurídico 10.

Publíquese la Sentencia en el "Boletín Oficial del Estado".

Dada en Madrid, a diez de mayo de dos mil cinco

b)Jurisprudencia de Guatemala sobre Zona Marítimo Terrestre.

[CORTE DE CONSTITUCIONALIDAD]3

Gaceta  Jurisprudencial  Nº  57  -Apelaciones  de  Sentencias  de  Amparos
Expediente No. 300-2000

Expediente No. 300-2000

APELACION DE SENTENCIA DE AMPARO

CORTE DE CONSTITUCIONALIDAD: Guatemala, doce de julio de dos mil.

En apelación y con sus antecedentes se examina la sentencia de catorce de marzo de dos mil 
dictada por la Sala Segunda de la Corte de Apelaciones, constituida en Tribunal de Amparo, en el 
amparo  promovido  por  Ana  Miriam  Hayddé  Abularach  Abularach  de  Fernández,  Carmen  Elia 
Yamilé Abularach Abularach de Alvarez, Nora Estela Abularach Abularach de Vandemberg, Marco 
Antonio  Rodolfo  Abularach  Abularach  y  Miguel  Angel  Roberto  Abularach  Abularach,  contra  el 
Fondo  de  Inversión  Social.  Los  presentados  unificaron  personería  en  la  primera  de  las 
mencionadas y actuaron con el patrocinio del abogado Ernesto López Córdova.
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ANTECEDENTES

I. EL AMPARO

A)  Interposición  y  autoridad:  presentado  en  la  Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones  el 
diecisiete  de  septiembre  de  mil  novecientos  noventa  y  nueve.  B)  Acto  reclamado:  la  decisión 
unilateral tomada por el Fondo de Inversión Social de construir áreas de caminamiento, parqueo y 
otras  instalaciones  en  un  inmueble  que  es  copropiedad  de  Ana  Miriam  Hayddé  Abularach 
Abularach  de  Fernández,  Carmen  Elia  Yamilé  Abularach  Abularach  de  Alvarez,  Nora  Estela 
Abularach Abularach de Vandemberg, Marco Antonio Rodolfo Abularach Abularach y Miguel Angel 
Roberto Abularach Abularach. C) Violaciones que denuncian: derecho de propiedad. D) Hechos 
que motivan el amparo: lo expuesto por los accionantes se resume: son legítimos copropietarios de 
la finca inscrita en el Registro General de la Propiedad con el número siete mil trescientos cuarenta 
y uno, folio dieciocho del libro sesenta y cuatro de Escuintla. El Fondo de Inversión Social realiza 
una  serie  de  trabajos  en  dicho  inmueble,  consistentes  en  la  construcción  de  áreas  de 
caminamiento, parqueos y parques públicos. Consideran que de esa manera afecta sus derechos, 
dado que no cuenta con autorización para efectuar los trabajos relacionados, no obstante que la 
finca constituye propiedad privada. Solicitaron que se les otorgue amparo. E) Uso de recursos: 
ninguno. F) Casos de procedencia: invocaron los contenidos en los incisos a), b) y d) del artículo 10 
de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad. G) Leyes violadas: citaron los 
artículos 5o., 39, 44 tercer párrafo, 175, 203 y 204 de la Constitución Política de la República; 464, 
468 y 469 del Código Civil; 3º. de la Ley del Organismo Judicial.

II. TRAMITE DEL AMPARO

A) Amparo provisional: se otorgó. B) Terceros interesados: Municipalidad del Puerto San José, del 
departamento de Escuintla y Empresa del Fondo de Inversión Social del Barrio Miramar. C) Informe 
circunstanciado: la autoridad impugnada informó: a) la Empresa del Fondo de Inversión Social del 
Barrio Miramar solicitó que se le autorizara  la construcción de un caminamiento en playas del 
Puerto San José, en el departamento de Escuintla; b) luego de analizada tal solicitud se emitió 
autorización, habiendo considerado el Fondo de Inversión Social que el lugar en que se realizaría 
dicha construcción es de dominio público, conforme a lo establecido en el artículo 669 del Código 
Civil, en vista de que allí se produjo accesión como consecuencia de un aterramiento que permitió 
que la arena se depositara en la parte frontal de la antigua zona marítima en donde se encuentran 
las viviendas de los ahora amparistas; b) el Fondo de Inversión Social no es la única entidad que 
debe soportar la pasividad en el amparo, ya que la solicitud referida fue avalada también por el 
Concejo Municipal del Puerto San José y la Empresa del Fondo de Inversión Social Barrio Miramar, 
a los cuales también, por aquella circunstancia, debía emplazarse como autoridades impugnadas 
en el amparo; c) la acción adolece de deficiencia, en vista de que los postulantes no cumplieron 
con  agotar  previamente  la  vía  jurisdiccional  ordinaria  para  dirimir  la  controversia  descrita.  D) 
Prueba: a) documentación concerniente al Proyecto código catorce mil ochocientos veintiocho.cero 
(14828.0) Caserío Miramar, Puerto San José, Escuintla; b) expediente administrativo noventa y 
nueve-quinientos veintiocho de la Oficina de Control de Areas de Reserva del Estado; c) informe 
que  rindió  la  Base  Naval  del  Pacífico  respecto  de  la  construcción  del  Puerto  Quetzal  en  el 
departamento de Escuintla. E) Sentencia de primer grado: el tribunal consideró: "...Del examen de 
las actuaciones, este órgano jurisdiccional colegiado, constituido en Tribunal de Amparo, estima 
necesario indicar que por razones de seguridad y certeza jurídica, se requiere, de conformidad con 
lo estipulado en el artículo 19 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad, 
que  previo  a  la  interposición  del  amparo,  deben  previamente  agotarse  los  recursos  ordinarios 
judiciales y administrativos, por cuyo medio se ventilan adecuadamente los asuntos de conformidad 
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con  el  principio  jurídico  del  debido  proceso,  circunstancia  que  implica  no  solamente  su 
planteamiento sino también la correspondiente resolución con el fin de que el acto de autoridad se 
encuentre sin otro recurso pendiente, situación que no ocurre en el presente asunto, en virtud de 
que la parte postulante inobservó los presupuestos de la norma antes mencionada, al no haber 
agotado los recursos ordinarios, judiciales y administrativos idóneos, que tuvo a su alcance sin 
iniciar y agotar la vía legal correspondiente, por lo que la acción de amparo deviene improcedente y 
así debe declararse, así como de condenar en costas a la parte postulante e imponer al Abogado 
patrocinante la multa respectiva..." Y resolvió: "...I) Por improcedente deniega el amparo interpuesto 
por  Ana  Miriam  Hayddé  Abularach  Abularach  de  Fernández,  Carmen  Elia  Yamilé  Abularach 
Abularach de Alvarez, Nora Estela Abularach Abularach de Vandemberg, Marco Antonio Rodolfo 
Abularach  Abularach  y  Miguel  Angel  Roberto  Abularach  Abularach,  quienes  unificaron  su 
personería  en la  primera de los nombrados,  en contra  de la  entidad estatal  descentralizada y 
autónoma, con personalidad jurídica y patrimonio propio que se denomina 'Fondo de Inversión 
Social', y que se abrevia 'FIS'; II) Se revoca el amparo provisional decretado por este Tribunal con 
fecha veintisiete de septiembre de mil novecientos noventa y nueve y confirmado en resolución de 
fecha catorce de octubre del mismo año; III) Se condena en costas a la parte postulante y se le 
impone al Abogado patrocinante, Licenciado Ernesto López Córdova, la multa de un mil quetzales 
exactos  que  deberá  hacer  efectiva  en  la  Tesorería  de  la  Corte  de  Constitucionalidad,  bajo 
apercibimiento de que si deja de hacerlo dentro del plazo de cinco días de encontrarse firme el 
presente fallo, se procederá a su cobro por la vía ejecutiva correspondiente..." 

III. APELACION

Los accionantes apelaron.

IV. ALEGATOS EN EL DIA DE LA VISTA

A) Los accionantes expresaron que la autoridad impugnada actuó con abuso de poder al efectuar 
trabajos de construcción en terrenos que constituyen propiedad privada. De esa cuenta, la única 
opción para restablecer los derechos conculcados es el amparo. Solicitaron que se revoque la 
sentencia vendia en grado. B) La autoridad impugnada alegó: a) la Jefatura de la Oficina de Control 
de Areas de Reserva del Estado emitió dictamen por medio del cual opinó que el área en que se 
trabaja el proyecto recreacional de marras es propiedad de la Nación, ya que es terreno sobrante 
de  lo  que  constituía  la  antigua  zona  marítimo-terrestre;  b)  los  accionantes  incumplieron  el 
presupuesto procesal previsto en el artículo 10 inciso h) de la Ley de Amparo, Exhibición Personal 
y de Constitucionalidad, al no haber agotado la vía jurisdiccional ordinaria pertinente para dirimir la 
controversia señalada. Solicitó que se confirme la sentencia apelada. C) La Oficina de Control de 
Areas de Reservas del  Estado indicó que el  área objeto de la impugnación constituye reserva 
territorial  del  Estado y  está ubicada fuera de los linderos de la  finca que es propiedad de los 
accionantes. Solició que se confirme la denegatoria del amparo. D) El Ministerio Público no hizo 
uso de la audiencia que le fue conferida.

CONSIDERANDO

-I-

En  virtud  de  la  naturaleza  eminentemente  subsidiaria  y  extraordinaria  que  le  es  inherente  al 
amparo,  este  instrumento  no puede constituirse  en  una  vía  procesal  paralela  a  la  jurisdicción 
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ordinaria, por medio de la cual el presunto agraviado pretenda dirimir una controversia que debe 
dilucidarse previamente de conformidad con el proceso o procedimiento específico que señala la 
ley que rige el acto reclamado.

-II-

En el caso sub judice los postulantes piden amparo contra el Fondo de Inversión Social y señalan 
como  acto  reclamado  la  decisión  unilateral,  tomada  por  dicha  entidad,  de  construir  áreas  de 
caminamiento, parqueo y otras instalaciones en un inmueble que les pertenece, actividad con la 
cual, aducen, se les ha perturbado su derecho de propiedad privada.

Planteada así la acción, señala esta Corte que la misma adolece de deficiencia en tanto que dichos 
sujetos procesales acudieron directamente a solicitar  la  protección que el  amparo conlleva,  sin 
haber instado previamente la vía procesal ordinaria prevista para dirimir la controversia que quedó 
descrita y, de esa manera, incumplieron el presupuesto procesal regulado en el artículo 10 inciso h) 
de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad. Y es que, según ha afirmado 
este Tribunal en anteriores oportunidades, no debe acudirse a promover este instrumento sin que la 
jurisdicción ordinaria haya sido agotada y la misma resultare ineficaz para proteger los derechos 
que la Constitución y las leyes garantizan.

Las  razones  apuntadas  conducen  a  concluir  en  que  el  amparo  instado  resulta  notoriamente 
improcedente por lo que debe denegarse.  Habiendo resuelto en este sentido el  tribunal a quo 
procede confirmar la sentencia venida en grado, pero revocando lo relativo a la condena en costas 
a los postulantes en vista de que no se reconoce legitimación del poder público para cobrarlas.

LEYES APLICABLES

Artículo citado y 265, 268 y 272 inciso c) de la Constitución Política de la República; 8o., 10, 42, 44, 
46, 47, 57, 60, 61, 66, 67, 149, 163 inciso c), 185 y 186 de la Ley de Amparo, Exhibición Personal y 
de Constitucionalidad, y 17 del Acuerdo 4-89 de la Corte de Constitucionalidad.

POR TANTO

La Corte de Constitucionalidad con base en lo considerado y leyes citadas resuelve: I. Confirma la 
sentencia venida en grado, pero revocando lo relativo a la condena en costas. II. Notifíquese y con 
certificación de lo resuelto devuélvase los antecedentes.

LUIS FELIPE SAENZ JUAREZ

PRESIDENTE

ALEJANDRO MALDONADO AGUIRRE

MAGISTRADO

RUBEN HOMERO LOPEZ MIJANGOS

MAGISTRADO

JOSE ARTURO SIERRA GONZALEZ
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MAGISTRADO

FERNANDO JOSE QUEZADA TORUÑO

MAGISTRADO

MANUEL ARTURO GARCIA GOMEZ

SECRETARIO GENERAL

 www.cijulenlinea.ucr.ac.cr
40

 ADVERTENCIA: El Centro de Información Jurídica en Línea (CIJUL en Línea) está inscrito en la Universidad de 

Costa Rica como un proyecto de acción social, cuya actividad es de extensión docente y en esta línea de trabajo 

responde a las consultas que hacen sus usuarios elaborando informes de investigación que son recopilaciones 

de información jurisprudencial, normativa y doctrinal, cuyas citas bibliográficas se encuentran al final de cada 

documento. Los textos transcritos son responsabilidad de sus autores y no necesariamente reflejan el 

pensamiento del Centro. CIJUL en Línea, dentro del marco normativo de los usos según el artículo 9 inciso 2 del 

Convenio de Berna, realiza citas de obras jurídicas de acuerdo con el artículo 70 de la Ley N° 6683 (Ley de 

Derechos de Autor y Conexos); reproduce libremente las constituciones, leyes, decretos y demás actos públicos 

de conformidad con el artículo 75 de la Ley N° 6683. Para tener acceso a los servicios que brinda el CIJUL en 

Línea, el usuario(a) declara expresamente que conoce y acepta las restricciones existentes sobre el uso de las 

obras ofrecidas por el CIJUL en Línea, para lo cual se compromete a citar el nombre  del autor,  el título de la obra 

y la  fuente original y la digital completa, en caso  de  utilizar el  material  indicado. 

http://WWW.CIJULENLINEA.UCR.AC.CR/


1 Sala Primera. Tribunal Constitucional de España. Sentencia: 113/2008. Fecha de Aprobación: 29/9/2008. Recurso tipo: Recurso de 
amparo

2 Sala: Pleno de lo Contencioso Administrativo de España.  Sentencia: 121/2005. Fecha de Aprobación: 10/5/2005. Recurso tipo: 
Cuestión de inconstitucionalidad.

3 Corte de lo Constitucional de Guatemala. Número de expediente: 300-2000. Guatemala, doce de julio de dos mil.
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